Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 05 minutos) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene el agrado de recibir a la doctora Jacinta Balbela que, con su presencia, honra el 
desarrollo de los estudios que se están llevando adelante en este ámbito. 


Habida cuenta de que la doctora Balbela tiene conocimiento del proyecto a consideración de este Cuerpo es que le pedimos su 
valiosa opinión. 


SEÑORA BALBELA.- Muchas gracias, señor Presidente. 


Para mí es un honor encontrarme con todos los señores Senadores, después de haber seguido -teniendo en cuenta mis años- toda 
la vida política del país. 


Voy a leer algo que he escrito con motivo de esta comparecencia, para que quede constancia en la versión taquigráfica de esta 
reunión. 


La honorable Comisión de Constitución y Legislación de la Cámara de Senadores requiere mi opinión jurídica sobre el proyecto de 
ley presentado por los señores Senadores de la Bancada del Encuentro Progresista, por el cual se interpretan los artículos 1% a 42 
de la Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986. 


El análisis de este proyecto reúne una compleja pluralidad de valiosas opiniones de distinguidos juristas y personalidades públicas 
respecto a una normativa y a una cruel realidad, cuya razón de ser nos retrotrae a más de veinte años de la vida del país. 


Mi opinión está ligada a lo que expresara con motivo del planteamiento formulado en la Suprema Corte de Justicia -que integraba 
en el año 1985- respecto a la acción de inconstitucionalidad que diera motivo a la Sentencia N* 184 -dictada por nuestra 
Corporación- de 2 de mayo de 1988. La sentencia rechazó por la mayoría de sus miembros la inconstitucionalidad reclamada. Los 
Ministros Rafael Addiego, Armando Tommasino y Nelson Nicoliello se pronunciaron por su constitucionalidad y el doctor Nelson 
García Otero y quien habla se pronunciaron por la inconstitucionalidad. 


El 16 de abril de 1989 la ley fue ratificada en un referéndum que la acogió, contando con el 56,65% de la ciudadanía. Ello 
determinó el acatamiento -diría pacífico- de su contenido. No obstante ser una ley especial, por esa aprobación de la ciudadanía, 
no existe norma jurídica que la ponga a cubierto de nuevos planteamientos o emprendimientos de quien se sienta lesionado en su 
interés legítimo, en su interés personal para plantear nuevas inconstitucionalidades, ya sea por acción o por excepción, tal como lo 
establece el artículo 258 de la Constitución nacional. 


Algunos juristas opinan que es una ley más robusta y que tiene más jerarquía jurídica y política. Así lo han manifestado 
expresamente los doctores Addiego y Torello. En cambio, el doctor Gonzalo Aguirre, coimpulsor de la Ley -no correlator como se 
dice- opina que, tratándose de una ley confirmada por un referéndum, no es constitucionalmente válido que sea posteriormente 
derogada o modificada por otra ley -justamente posterior- con el pretexto de interpretarla o no. Tan sería groseramente 
inconstitucional que, en realidad, no se plantearía tal problema en este momento. En lo que me es personal discrepo con esta 
conclusión, pese a la autoridad de quien la emite. No obstante el referéndum ratificatorio por esa mayoría especial, a mi juicio nada 
impide nuevos planteamientos en las condiciones requeridas por el artículo 259 de la Constitución nacional. Esto lo expresé ya en 
el fundamento de mi voto discorde en la Sentencia N* 184, de 2 de noviembre de 1988. En aquel entonces dije que la Constitución 
no ha asignado de manera alguna al Poder Ejecutivo funciones jurisdiccionales y, por lo tanto, el Parlamento no puede 
asignárselas, así como tampoco este órgano puede resolver pleitos por medio de leyes o asignarse otras funciones jurisdiccionales 
más que las concretadas a texto expreso en los artículos 93 y 102 de la Constitución nacional o, viceversa, asignar a los órganos 
de la justicia común o militar competencia para conocer en asuntos privativos de otros órganos del Estado. De aquí resulta la 
tradicional función jurisdiccional de que sólo admite ser ejercida por otros órganos en casos excepcionales expresamente 
determinados por la Constitución. 


En suma, valoro en mi decisión el respeto casi absoluto que sentí -y siento- por la Constitución nacional de mi país y la importancia 
de cultivar cada vez más la justicia constitucional como defensa de la Carta política donde se deposita el poder y el destino de 
nuestro pueblo. 


En la concepción moderna, plasmada en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 y el Pacto de Derechos 
Civiles y Políticos de 1969 -la primera incorporada por consenso de la comunidad internacional y el segundo por la Ley N* 13. 151, 
de 11 de julio de 1969- la sustitución del Estado por la persona humana transforma la norma en una realidad sustantiva y da 
nacimiento al derecho de los derechos humanos. Bajo la óptica de los derechos humanos de los que han padecido tortura, tratos 
crueles, inhumanos, degradantes, desapariciones forzosas e incluso la muerte, emito mi opinión. Se pretende la interpretación 
auténtica de una ley penal. Es el medio de que dispone el Legislador de conformidad con el artículo 13 del Código Civil. Por ende, 
en el aspecto formal, es legítima la iniciativa pero también lo es en el aspecto sustancial, porque están expuestos en la exposición 
de motivos los fundamentos que determinaron el planteamiento, se comparta o no su contenido. 


Sin embargo, no estoy de acuerdo con el calificativo "ley interpretativa", ni menos aún con su conclusión. La característica primaria 
de toda interpretación constituye un acto de valoración de lo que se dispone en su texto. Reitero: valoración de lo que se dispone 
en su texto. En la averiguación del significado de la fórmula lingúística se basa mi interpretación, en valorar la fórmula lingúística. 


Si el texto legal, en el caso analizado, es gramaticalmente cierto, no cabe otra interpretación más que la que surge del texto mismo. 
No corresponde darle más extenso alcance, positivo o negativo, como sucede en las hipótesis justamente planteadas en los 


numerales 2, 3 y 4 del proyecto, o más claro e intencionado aún, si se pretende reabrir el estudio de situaciones clausuradas en 
forma supuestamente anómala, como se plantea en la hipótesis del numeral 5. 


Además, en lo sustancial, este proyecto adolece de la misma inconstitucionalidad de la ley que se pretende interpretar, 
sencillamente porque como meta de la interpretación atribuye la responsabilidad de la decisión jurisdiccional al Poder Ejecutivo, 
aún bajo forma de acto reglado. 


¿Qué disyuntiva, entonces, se le presenta al jurista? Estimo sin lugar a dudas que lo que corresponde es anular la ley madre y 
volver a legislar. Como hipótesis de futuro el Parlamento no puede asignar de manera ninguna al Poder Ejecutivo funciones 
jurisdiccionales so pena de plasmar una flagrante y ominosa inconstitucionalidad. Reitero que la caducidad se gestó históricamente 
y del mismo modo, justamente, se aplica. La lógica de los hechos, desde entonces, veinte años, tal vez más, ha perdido vigencia, 
ha perdido razón de ser. Como enseñaba el ilustre Eduardo Couture, todo el lenguaje es espacial y temporal; las palabras 
pertenecen a la tierra y además nacen, se desarrollan, se debilitan y mueren. La palabra caducidad ya es cadáver, ya ha sido 
sustituida por la lucha por la vida digna y responsable de todos los uruguayos. Justamente, ayer de noche, escuchando al 
Comandante Bonelli, me llamó mucho la atención y me congratuló pensar que estaba en el justo término cuando decía que hay que 
luchar por la vida y no recordar la muerte. Esta es mi modesta opinión respecto a la ley que se pretende interpretar. 


SEÑOR GALLINAL.- Primero que nada, quiero expresar el gusto y el honor que significa para quien habla y para la Comisión 
recibir a la doctora Jacinta Balbela y poder escuchar su informe jurídico y su razonamiento respecto al proyecto de ley. 


Me interesa hacer una pregunta, cuya respuesta creo se cae de madura ante las manifestaciones de la doctora, relativa a cuál es el 
alcance que tendría una ley de anulación. Quisiera saber en qué forma -según su entender- recibe nuestro Derecho jurídico la 
posibilidad de anular una ley y cuáles serían los efectos que la misma tendría. En ese caso, me gustaría que se aclarara cuál es la 
diferencia entre una ley de anulación y una de derogación de la ley de caducidad. 


SEÑORA BALBELA.- La ley de anulación borra totalmente el contenido de la ley anterior y la de derogación no se sabe 
exactamente cómo se va a derogar y en qué aspectos se hará. En lo personal, opino que la ley debe anularse totalmente. 


SEÑOR GALLINAL.- Nunca había pensado en la posibilidad que presenta la doctora Balbela y, por otro lado, nadie la ha 
planteado. Por su parte, todos tenemos la impresión de que dicha opción no surge del proyecto de ley presentado. Me sorprende 
que, existiendo un instrumento como el de la anulación de una ley, se haya planteado lo que aparece en este proyecto de ley. 


Le formulo esta pregunta a la doctora para que nos ilustre. Nos interesa saber qué rol juega la anulación con respecto a la norma 
anulada y a los principios que rigen el Derecho Penal nacional. En realidad, me surgen dudas en cuanto al tema de la anulación 
cuando veo que hay algunos principios -por ejemplo, el principio de la ley más benigna o el de irretroactividad de las leyes- que 
tienen una importancia señalada en materia penal. La eventual anulación, ¿no choca de alguna manera con esos principios? 


Aclaro que es, simplemente, una pregunta. No quiero que la doctora interprete como que le estamos cuestionando su informe; de 
ninguna manera está en nuestra intención. Lo que sucede es que nosotros recibimos los informes y luego le formulamos preguntas 
a nuestros ilustrados invitados referidas a lo que han planteado. 


SEÑORA BALBELA.- La anulación termina completamente con la ley; por eso dije que al Poder Legislativo le quedaba la 
posibilidad de legislar nuevamente, pero bajo el principio especial de que la Constitución obliga y determina que el fin último está, 
justamente, en el Poder Judicial y no en el Ejecutivo. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Quisiera hacer una pregunta a la doctora con respecto al alcance de la anulación. A su juicio, ¿usted cree 
que una anulación puede ser, simplemente, un acto voluntario del Poder Legislativo? ¿Alcanza con que una ley posterior diga que 
existe una anulación de la anterior para que desaparezca aquélla? La pregunta concreta es: ¿de dónde emana esa situación? 
¿Cuál es la fuente jurídica en virtud de la cual un Parlamento anula una ley? Naturalmente, puede derogar, cambiar o modificar una 
ley, sin lugar a dudas. 


Por otra parte, decretada que sea su anulación, ¿reviven los actos que ya se extinguieron? 


SEÑORA BALBELA.- No, los actos no pueden revivir, si no es por voluntad del Poder Legislativo. Lo único que afirmo y reafirmo 
es que no se le puede dar al Poder Ejecutivo la función jurisdiccional que tiene el Parlamento. Para mí, ese es el quid de la 
cuestión; ese es el núcleo del razonamiento. 


SEÑOR SANGUINETTI.- En todo caso, digamos que la facultad de anulación no la tiene el Poder Legislativo; la tendría por la vía 
de la declaración de inconstitucionalidad y para el caso específico -que tampoco es una anulación- la Suprema Corte de Justicia. 


Mi pregunta apunta a esa dirección. La ley estuvo vigente -de eso no hay duda- la aplicó no sólo el Poder Ejecutivo sino la Justicia. 
Entonces, los hechos que ya se consideraron extinguidos... 


SEÑORA BALBELA.- Ya se consideraron extinguidos. En este momento, me parece que la anulación es la solución más clara. 
SEÑOR SANGUINETT!.- Entonces, si le entendí bien, ¿usted dijo que lo que estaba extinguido, quedó extinguido? 
SEÑORA BALBELA.- Sí, desde luego. 


SEÑOR MICHELINI.- Más que formular una pregunta, quisiera hacer un breve razonamiento; en todo caso, la doctora dirá si es o 
no así. 


La doctora plantea que la ley interpretativa, en la medida en que interpreta una ley inconstitucional, de por sí es inconstitucional. 
Eso es lo que nos está planteando. También dice que su inconstitucionalidad en el ordenamiento jurídico es de tal magnitud -en la 
medida en que da al Poder Ejecutivo un carácter jurisdiccional que no debería tener- que, a su entender, debería anularse la ley. Si 
eso es así, naturalmente, es algo que habrá que estudiar y recibimos el aporte en forma muy seria, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más señores Senadores que deseen hacer uso de la palabra, me congratulo en declarar el 
honor que ha sido para esta Comisión de Constitución y Legislación del Senado el haber recibido en la tarde de hoy a la doctora 
Jacinta Balbela, quien ha concurrido a dar su opinión sobre este tema. 


Es así, pues, que la despedimos con la alegría que siempre nos da su presencia. 


SEÑORA BALBELA.- Por mi parte, soy una persona muy modesta y siempre he tenido un perfil muy bajo que he asignado a mi 
forma de ser. Soy mujer del interior y nunca he tenido ninguna pretensión, pero debo señalarles que para mí es un gran honor que 
me hayan convocado. Digo esto porque tuve la oportunidad de seguir toda la trayectoria de mi país ya desde hace muchos años. 
Precisamente, mis años justifican esta posición. Trabajé durante 40 años en el Poder Judicial, justamente, manejando el problema 
penal en todo sentido, hasta que llegué a la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Usted sigue siendo una chiquilina. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Sería bueno que eso constara en la versión taquigráfica. 

SEÑORA BALBELA.- Antes de retirarme, voy a hacer entrega de este material a la Secretaría. 
Muchas gracias por haberme recibido. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Los agradecidos somos nosotros. 

(Se retira de Sala la doctora Jacinta Balbela) 

(Ingresa a Sala el doctor Javier Miranda) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida al doctor Javier Miranda y le manifestamos que para esta Comisión es un placer 
escuchar su opinión sobre un tema que ya conoce, pues está en su poder el proyecto de ley que le hemos enviado. Esta Comisión 
se congratula de escuchar su exposición. 


SEÑOR MIRANDA.- En primer lugar, quiero agradecer la invitación y decir que para mí es un honor estar aquí tanto como 
abogado, como estudiante de Derecho que soy -y quiero seguir siendo- y también como miembro de la Asociación de Madres y 
Familiares de Uruguayos Detenidos Desaparecidos. A decir verdad, me da un poco de calor estar aquí ante algunos connotados 
juristas que saben algo más de Derecho Constitucional de lo poco que yo puedo saber. En todo caso, creo que es uno de los temas 
fundamentales en cuanto al proyecto de ley a estudio por esta Comisión del Senado. 


En segundo término, voy a hacer una apreciación básicamente política desde el punto de vista de la organización social a la que 
pertenezco, es decir, de la Asociación de Madres y Familiares de Uruguayos Detenidos Desaparecidos. La posición de la 
organización es que todo camino que ayude a quebrar la impunidad frente a las graves violaciones a los Derechos Humanos que 
ocurrieron en el pasado reciente en nuestro país, es bienvenido. Este es el objetivo principal y el principio rector de nuestra 
organización, independientemente de cuál sea el instrumento jurídico idóneo. 


Nosotros hemos sostenido, como organización e individualmente, que con la Ley N* 15.848 -ley de caducidad- o sin ella, es posible 
investigar y sancionar a los responsables de violaciones a los derechos humanos, particularmente, en cuanto a las desapariciones 
forzadas ocurridas durante el período de la dictadura, ya sea por tratar a la desaparición forzada como delito permanente o ya sea 
porque se trate de crímenes contra la humanidad y, en consecuencia regiría -en nuestro modesto entender, con rango 
constitucional- el régimen de imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad y el de no implementar 
medidas de perdón para este tipo de crímenes. 


Nos resulta claro que el texto de la ley de caducidad no incluye a los civiles que podrían ser responsables de las violaciones de los 
derechos humanos, lo que surge a texto expreso del artículo 1% de la Ley N* 15.848. En una interpretación que cuenta con un 
respaldo importante, entendemos que esto no abarca a los mandos que podrían haber impartido las órdenes en función del último 
giro del artículo 1% de la Ley N* 15.848 y que hay un límite temporal de aplicación de la ley, que se llama período de facto, que el 
proyecto de ley interpretativo pretende esclarecer o, por lo menos, acotarlo en su inicio, no en su final que está establecido que es 
el 1% de marzo de 1985. 


Obviamente, se trata de una ley dictada por un Parlamento democrático y legítimamente electo y que, sin duda, contó con el 
respaldo político que significa un referéndum que avaló la ley. Esto es un hecho político no desconocible y que de ninguna manera 
se puede obviar. Esta circunstancia no cambia la naturaleza jurídica del texto normativo pero, sin duda, implica un respaldo del 
cuerpo electoral que, como dije, no es posible obviar. 


Como ley nacional, no puede ser aplicada extraterritorialmente; no puede ser aplicada por delitos cometidos fuera del territorio 
nacional. Allí la jurisdicción corresponde a los tribunales del lugar donde se cometió el delito. 


Entendemos que esta ley de caducidad no pone límites a la investigación, aunque sí a la sanción penal. Lo que prevé la ley es que 
caduca la pretensión punitiva del Estado, esto es, el poder-deber que el Estado tiene de sancionar a los presuntos responsables de 
la comisión de determinados delitos. Luego, esto no impide investigar. 


Finalmente, entendemos que la ley de caducidad no es una ley de amnistía, por varias razones. En primer lugar, porque no lo dice 
y esto podría haber sido dicho a texto expreso. Parece natural que el Legislador, si hubiera querido sancionar una amnistía, lo 
hubiera hecho a texto expreso. En segundo término, porque no se aplicó como tal. El artículo 108 del Código Penal prevé que las 
leyes de amnistía, salvo texto expreso de la propia ley, no se aplican en casos de reincidentes o habituales. Luego, si nuestros 
Magistrados hubieran entendido que era una ley de amnistía, primero, debieran haber indagado a esos responsables para saber si 
eran reincidentes o habituales, porque de esto dependía que la ley fuera aplicada. Y, finalmente, porque tampoco surge de la 
historia fidedigna de la sanción de la ley. 


Si se repasa el Diario de Sesiones de la Cámara de Senadores de la época, a texto expreso el miembro informante del Partido 
Nacional, el doctor García Costa, dice en nombre de su Bancada, que no están dispuestos a votar la amnistía. En este sentido, el 
Legislador encargado de presentar el proyecto de ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado, sustitutivo de aquella 
primera iniciativa presentada por el Partido Colorado, fue categórico en ese sentido. Entonces, quiero expresar que, con Ley o sin 
Ley de Caducidad, modestamente entendemos que no hay inconvenientes en investigar, siempre teniendo en cuenta la posición de 
los familiares en cuanto a que es importante derrotar de la vida institucional del país la idea de que la impunidad se consolide en 
nuestro país, sin que esto signifique un espíritu de revancha, sino la necesidad de que exista un gesto de parte de las instituciones 
republicanas y de los Poderes del Estado. Debemos decirles que nuestra comunidad no está dispuesta a tolerar estas conductas. 
Esta es la manifestación de un Juez Penal cuando sanciona por cualquier delito; ni que hablar por los delitos aberrantes como los 
que aquí tratamos, pero también por delitos tan comunes como el hurto o la rapiña. En este sentido, debemos decir al sujeto 
institucional que nuestra comunidad no está dispuesta a tolerar estas cosas. 


Por otra parte -y a riesgo de ser atrevido, por lo que desde ya pido disculpas- quiero realizar algunas consideraciones técnicas 
desde el punto de vista de la teoría general del Derecho sobre lo que es una ley interpretativa, materia que el señor Senador 
Korzeniak conoce bastante más que quien habla. La primera apreciación técnica es que las normas o, mejor dicho, los textos 
normativos, siempre son susceptibles de interpretación y necesariamente se interpretan. Al texto normativo necesariamente deben 
interpretarlo nuestros Magistrados y, regularmente, los actores de Derecho. Al respecto, puedo nombrar el artículo 1324 del Código 
Civil que ha dado para escribir ríos de tintas sobre su interpretación y alcance. Además, su interpretación ha evolucionado. ¡Sería 
absurdo que los juristas mantuvieran en el 2005 la interpretación que tenía Tristán Narvaja en el último cuarto del Siglo XIX! 
Entonces, reitero, necesariamente toda norma jurídica se debe interpretar. Aquí debemos diferenciar la disposición normativa de la 
norma jurídica. Actualmente, en el ambiente de la teoría general del Derecho -disciplina que por cierto me apasiona- hay cierto 
consenso, que creo que está bien ganado, en cuanto a que una cosa es el texto normativo y otra es la norma jurídica. La norma 
jurídica es el producto de la interpretación del texto normativo. Luego, lo que se aplica es la interpretación de la norma. Eso es lo 
que hacen nuestros jueces y los operadores de Derecho en general cuando resolvemos cuestiones jurídicas en todo momento. Allí 
vale la pena leer los trabajos de Guaspino, destacado jurista italiano, acerca del Tomo Primero del Tratado de Cicu Messineo, 
donde efectivamente hace un análisis exhaustivo de la diferenciación del texto normativo y la norma jurídica. La norma jurídica es el 
producto de la interpretación. Lo que está a consideración de la Comisión es una interpretación auténtica, es decir que la 
interpretación la hará aquel órgano que dictó el texto normativo. Insisto en este concepto en cuanto a que es exactamente el mismo 
órgano el que eventualmente va a dictar una disposición normativa interpretativa. El Parlamento no cambia porque cambien sus 
miembros y no cambia en tanto que es Parlamento; es el mismo órgano del Estado -Poder Legislativo- el que va a pronunciar ahora 
su voluntad, más allá del tiempo transcurrido, entre el texto normativo original y el que hoy eventualmente se pueda aprobar. 


Voy a citar otro trabajo que es fantástico, de Emilio Betti -un connotado jurista italiano- en donde dice que el presupuesto de la 
interpretación auténtica de la ley y de los actos jurídicos es una incertidumbre en torno al significado normativo del precepto. 


La redacción del texto normativo de la Ley de Caducidad, más allá de la opinabilidad de su oportunidad política o no -es notorio que 
hay divergencias de opiniones en nuestro país en cuanto a su justicia o injusticia y sobre su adecuación para conseguir los fines 
que se buscaban en su momento- da para varias interpretaciones. De hecho, por algo estamos aquí discutiéndolo y llevamos ya 
dieciséis años -si no veinte- debatiendo con respecto al alcance de su texto. Es notorio que se trata de un texto complejo -lo cual 
puede obedecer a la circunstancia en que fue sancionada la ley; esa puede ser una de las interpretaciones- pero desde el punto de 
vista jurídico no es perfecto -ni cosa parecida, en mi concepto- y deja huecos que escapan, por lo que su significado implica una 
incertidumbre. 


Luego, la seguridad jurídica -que es uno de los baluartes de todo el sistema jurídico- exige que sea interpretada. Eso también lo 
extraigo de Betti, pero es algo que tiene consenso a nivel de las opiniones. Como el mismo Emilio Betti dice en la obra que acabo 
de citar, la interpretación auténtica es el modo por excelencia de interpretar un texto normativo. ¡Qué mejor que el propio autor de la 
norma en cuestión sea el que la interprete! Por supuesto, eso implica acotar el margen de discrecionalidad que pueda tener el 
Magistrado judicial a la hora de aplicar e interpretar el texto normativo. De alguna manera, el Poder Legislativo, el órgano 
representativo por excelencia del cuerpo electoral, marca al Magistrado judicial cuál es la interpretación que considera debe darle. 
En ese sentido, me parece razonable y hasta recomendable la aprobación de un texto normativo, pero haciendo la salvedad que 
realizaba en la primera parte de la intervención en cuanto a que nuestro objetivo, el de la derrota de la impunidad, puede ser 
también la anulación de la Ley de Caducidad, que es otra de las variables posibles, y lo digo basado en instrumentos 
internacionales e, incluso, en pronunciamientos. 


Como último capítulo de esta breve intervención, y sin pretender agotar el tema, me gustaría entrar en la consideración del 
articulado del proyecto de ley propuesto. 


El artículo 1% no ofrece ningún tipo de problema; simplemente, declara que se va a realizar una interpretación auténtica. 


El artículo 2* refiere al informe que debe elaborar el Poder Ejecutivo en cumplimiento del artículo 3 de la Ley de Caducidad -norma 
que hemos considerado inconstitucional, y seguimos pensando lo mismo en la medida en que comete función jurisdiccional a un 
órgano no eminentemente jurisdiccional como es el Poder Ejecutivo, pero así se ha aplicado- y dice que constituye un acto reglado. 
Creo que está reglado el fin; o sea, lo que se busca es que un órgano distinto al judicial -esto es, el Poder Ejecutivo- efectivamente 
se pronuncie sobre la inclusión o no de una determinada situación de hecho dentro de lo previsto en el artículo 1% de la Ley de 
Caducidad. No está reglado cómo se debe realizar esa investigación, pero sí el fin que se debe perseguir, esto es, si se incluye o 
no en la Ley de Caducidad. Esa es, simplemente, una precisión técnica menor, pero que debería ser tenida en cuenta, y creo que 
no puede presentar mayores problemas. La actuación discrecional de los órganos del Estado no quiere decir mera arbitrariedad; si 
bien existe una discrecionalidad política, no la hay en cuanto a la solución jurídica que se debe dar al tema. 


En cualquier caso, el artículo 3" de la Ley N* 15.848 preveía -sigue previéndolo; es Derecho Positivo en nuestro país- que el Poder 
Ejecutivo se pronunciará sobre si determinados hechos están comprendidos o no en el artículo 1% de la Ley de Caducidad, es esto, 
los aspectos subjetivos, temporales y objetivos de las conductas amparadas por la caducidad de la pretensión punitiva del Estado. 


Me refiero a si participaron militares, policías, equiparados o asimilados; ese sería el aspecto subjetivo. En cuanto al aspecto 
temporal, hay que ver si esto ocurrió dentro del período de facto, y aquí se debe determinar cuál es el período de facto. Finalmente, 
hay que ver si estas conductas presuntamente delictivas se realizaron por móviles políticos o en ocasión del cumplimiento de 


funciones y en oportunidad de acciones ordenadas por los mandos; ese es el aspecto objetivo. Determinar eso necesariamente 
exige una investigación. ¿Cómo puede hacer un órgano del Estado para decir si un determinado hecho noticiado como criminal 
está comprendido o no dentro del artículo 1? de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado? ¿Participaron o no, en 
este hecho, militares o policías equiparados o asimilados? ¿Ocurrió este hecho durante el período de facto o no? ¿Este hecho está 
dentro del cumplimiento de funciones o fue realizado en ocasión de acciones ordenadas por los mandos? Todo eso necesariamente 
requiere una investigación. 


Aquí empiezan los errores o los problemas técnicos que plantea la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado. Esta 
formulación del artículo 1% se da de bruces con lo que dispone el inciso final del artículo 3” de la propia Ley. Allí se dice: "Desde la 
fecha de promulgación de esta ley hasta que el Juez reciba la comunicación del Poder Ejecutivo quedan suspendidas todas las 
diligencias presumariales en los procedimientos mencionados en el inciso primero de este artículo." Pero, ¿cómo hace el juez para 
elevar una causa si, sin investigar, no sabe si participaron militares o policías equiparados o asimilados? ¿Por qué el juez no remitió 
al Poder Ejecutivo, en el año 1986 -por decir algo- una causa de hurto ocurrida en 1984, que estaba tramitando? No hay 
explicación para esto. Entonces, es imposible aplicar simultáneamente el artículo 1* y el inciso final del artículo 3 de la Ley de 
Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado. 


A mi manera de ver, eso explica la norma del artículo 5% del proyecto de ley a consideración de esta Comisión. Por eso se prevé 
que primero se investigue, para luego remitir al Poder Ejecutivo. De lo contrario, los jueces debieron haber remitido absolutamente 
todo lo que tenían en consideración que hubiera ocurrido antes del 1% de marzo de 1985. Digo esto porque no tengo elementos 
para determinar la participación de determinados sujetos, que son los únicos amparados, o para saber si actuaron en cumplimiento 
de órdenes, etcétera. ¿Cuál es el criterio objetivo de aplicación del artículo 1%? 


Creo que lo que establecen los artículos 3* y 4* del proyecto de ley en consideración no ofrece mayores problemas. Se define allí 
cuál es período de facto, en lo que entiendo que debe haber un cierto consenso político -esta es una cuestión de hecho- en cuanto 
a que abarca el período que va desde la disolución de las Cámaras, el 27 de junio de 1973, hasta la asunción del Poder Ejecutivo 
democrático, el 1? de marzo de 1985. Esta última fecha está fuera de discusión, porque está en la propia Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado, pero el problema puede darse en el punto de inicio. Aquí está otra de las falencias de dicha Ley, ya 
que no establecía un punto inicial de cómputo de limitación temporal de los actos a considerar. Parece razonable fijar esa fecha en 
el 27 de junio de 1973, aunque alguna opinión política podría entender que, en realidad, deberíamos remitirnos a febrero del mismo 
año, por los comunicados 4 y 7. Es opinable, pero parece por lo menos razonable ubicar la fecha de inicio del llamado período de 
facto el 27 de junio de 1973. 


Creo, francamente, que el artículo 3” proyectado no hace más que reproducir el artículo 1? de la Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado, analizándolo como lo que es la molécula de dicho artículo. Simplemente, los distintos numerales repiten 
prácticamente en forma textual, salvo una "o" del artículo 1%, que admito es opinable. 


Luego, el artículo 4* del proyecto de ley es el corolario necesario al artículo 1*. Allí se dice que las situaciones incluidas son éstas y 
las excluidas son todas las demás, por lo que creo que en esto cumple una función netamente interpretativa. Quiero detenerme en 
el numeral 4) del artículo 4* del proyecto de ley, que dice que no están incluidos en la caducidad "los delitos de privación de libertad 
y los de sustracción o retención de menores que hubieran continuado consumándose con posterioridad al 1? de marzo de 1985". 
Esta es la hipótesis del delito permanente. No es necesario que una ley establezca que un delito es permanente, porque el delito es 
permanente "per se". En la medida en que el verbo nuclear que tipifica la figura delictiva requiere, para su consumación, 
desarrollarse en el tiempo, luego necesariamente es un delito permanente. 


El delito de privación de libertad, que sería asimilable al de desaparición forzada -porque no está previsto como delito específico en 
nuestro Código Penal- necesariamente, es considerado un delito permanente. Esto no puede ser de otra manera y tampoco es 
necesario que el Legislador así lo establezca. Es más; el Legislador no puede decir lo contrario. La ley manda; no describe hechos. 
Precisamente, este es uno de los problemas que tiene la Ley de Caducidad, en tanto reconoce que la lógica de los hechos produjo 
un determinado efecto. Esta constatación de un hecho, no es una función legislativa, sino que ello es materia de las ciencias de la 
naturaleza, de las Ciencias Físicas. La norma jurídica prescribe, no constata hechos. 


Creo que el numeral 4) del artículo 4% simplemente ratifica un entendimiento que es obvio desde el punto de vista jurídico. Aquel 
delito que se siguió consumando después del 1% de marzo de 1985, no está amparado por la Ley de Caducidad. Esto sucede con la 
desaparición forzada -asimilable, por vacío legal, a la privación de libertad- y, por supuesto, con la sustracción de menores, que 
está vigente. 


Insisto en el primer concepto al que hice referencia y que me parece fundamental, creo que lo demás puede dar lugar a un debate 
jurídico -debate que, sin duda, me resulta apasionante. 


Reconozco la opinabilidad de los temas, creo que es legítima y creo que es buena y sana la discusión democrática que puede 
surgir con relación a estos temas. 


Como miembro de familiares desaparecidos quiero resaltar el siguiente principio. Para nosotros, más que el instrumento, lo central 
es que efectivamente se pueda hacer justicia, porque creemos que ello es bueno para la sociedad y para el país. Si el instrumento 
es una ley interpretativa, como el proyecto de ley que tenemos a consideración, bienvenido sea y, si el mecanismo es la anulación 
de la Ley de Caducidad, bienvenido sea. En cualquier caso y cualquiera sea la solución legal que se dé a este problema -y quiero 
dejar constancia que esta es una expresión de deseo estrictamente personal, pues no es mi intención comprometer la opinión de 
mis compañeras, madres y familiares- sería deseable que ella cuente con los máximos consensos posibles. Es notorio que hoy en 
el país hay un partido político que tiene mayoría parlamentaria y que, con sus votos, puede aprobar esta iniciativa, lo cual es 
absolutamente legítimo e indiscutible. En cualquier caso, creo que sería bueno buscar los máximos consensos posibles y el mayor 
acercamiento entre todos los sectores políticos. De esta manera, se estaría dando un mensaje a la población, que sería muy bien 
recibido por todos. 


Muchas gracias por la invitación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación ratifica la satisfacción de haber recibido en este ámbito al 
doctor Javier Miranda a quien le agradece su ilustrada opinión sobre el tema. 


(Se retira de Sala el doctor Javier Miranda) 

Se pasa a cuarto intermedio hasta las 16 y 30 horas. 
(Así se hace. Es la hora 16 y 12 minutos) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se reanuda la sesión. 

(Es la hora 16 y 31 minutos) 


La Comisión de Constitución y Legislación da la bienvenida al doctor Cassinelli Muñoz. Con mucha satisfacción lo recibimos y lo 
escuchamos, con la atención de siempre, referirse al tema sobre el cual fue consultado. 


SEÑOR CASSINELLI MUÑOZ.- Advierto que mi idea era leer un informe muy sintético y luego responder las preguntas que 
quisieran plantearme. Sería un poco absurdo tomar versión taquigráfica de lo que voy a leer, pero como siempre ocurre que uno se 
propone una cosa y sale diferente, de repente conviene sacar la versión por si acaso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tema es que si no lo escuchan en este momento los miembros de la Comisión, quizás no estén en 
condiciones de hacerle las preguntas que podría sugerirles su exposición. 


SEÑOR CASSINELLI MUÑOZ.- La culpa la tengo yo por no haber entregado el informe antes, para que pudiera ser repartido. 


La consulta que se me hace se refiere a un proyecto de ley interpretativa de la Ley N* 15.848. Eso exige una introducción sobre el 
concepto de ley interpretativa en el Derecho uruguayo y luego una referencia concreta que aplique esos conceptos generales en el 
caso de la Ley N* 15.848, más precisamente de los artículos 1? a 4%, porque los artículos 5” y siguientes no dan lugar a ninguna 
objeción. 


El primer punto a analizar es el concepto de ley interpretativa. El contenido de una ley puede consistir en la interpretación de otra 
norma de rango igual o superior al de la ley. La Constitución no menciona esa posibilidad con carácter general, pero acoge 
expresamente el concepto de ley interpretativa en dos ocasiones: ley interpretativa de la Constitución, al otorgar al Poder 
Legislativo la atribución de interpretar la Constitución, sin perjuicio de la facultad que corresponde a la Suprema Corte de Justicia 
de acuerdo con los artículos 256 a 261, como reza el artículo 85, ordinal 20% de la Constitución; y ley interpretativa de otra ley, 
concepto que aparece en ocasión de señalar el alcance del requisito de mayoría especial al sancionar leyes que contengan una 
interpretación de una ley del Registro Cívico de Elecciones, artículo 77, ordinal 7* de la Constitución. 


Las atribuciones legislativas del Poder Legislativo -por ejemplo, la atribución de "Expedir leyes relativas a la independencia, 
seguridad, tranquilidad y decoro de la República; protección de todos los derechos individuales y fomento de la ilustración, 
agricultura, industria, comercio interior y exterior"- pueden ser ejercidas dictando leyes interpretativas de otras leyes atinentes a las 
materias que competen al Legislador ordinario. 


La competencia del Legislador ordinario para interpretar la Constitución puede versar sobre todos los temas que abarque la 
interpretación de la Constitución, mientras que la competencia para interpretar la legislación ordinaria, comprende solamente los 
temas incluidos en las atribuciones del Poder Legislativo; pero ello no configura una limitación práctica, porque es difícil imaginar 
una materia no cubierta, directa o indirectamente, por ninguna de las atribuciones constitucionales del Legislador ordinario. Así lo 
reconocen los artículos 12, 13 y 14 del Código Civil -ley ordinaria N* 16.603- que disponen que "toca al Legislador explicar o 
interpretar la ley, de un modo generalmente obligatorio" -inciso primero del artículo 12 del Código Civil- y que "La interpretación 
auténtica o hecha por el Legislador tendrá efecto desde la fecha de la ley interpretada; pero no podrá aplicarse a los casos ya 
definitivamente concluidos" -artículo 13 del Código Civil- así como que la Suprema Corte de Justicia tiene la atribución legal - 
legitimada por el ordinal octavo del artículo 239 de la Constitución- de señalar al Poder Legislativo "las dudas y dificultades que 
hayan ocurrido en la inteligencia y la aplicación de las leyes a fin de estimular, sea la interpretación de las leyes preexistentes, sea 
la sanción de nuevas leyes." 


Como sucede con el concepto de transacción -que presupone una materia cuestionable, que ha dado lugar a un litigio pendiente o 
que puede dar lugar a un litigio eventual- el concepto de ley interpretativa presupone una materia cuestionable, que ya haya dado 
lugar a interpretaciones discordantes o que eventualmente pueda generar interpretaciones discordantes. 


El proyecto de ley examinado cumple con ese presupuesto de ser materia cuestionable, pues es notorio que se ha aplicado la Ley 
N* 15.848 de maneras diferentes en casos concretos análogos, sin que la discrepancia resulte de la valoración de la prueba: la 
diversidad de decisiones se ha fundado en diversidad de opiniones doctrinales o jurisprudenciales acerca de la interpretación de los 
artículos 1, 2, 3 y 4 de la Ley N* 15.848. 


El Capítulo 2. refiere a la Legitimidad de la ley intepretativa. Ante un proyecto de ley interpretativo -y lo mismo vale ante una ley 
interpretativa ya promulgada- el operador jurídico ha de examinar, ante todo, si lo que establece la ley interpretativa significa lo 
mismo que ya estaba establecido en la ley interpretada de modo que la ley interpretativa sirva para aclarar el significado normativo 
de la ley interpretada. 


Para saber cuál era la interpretación debida, debemos aplicar los métodos de interpretación de las leyes que surgen del Título 
Preliminar del Código Civil y de los principios generales del Derecho. Entre estos, descuella el principio de conservación de los 
actos jurídicos que, aplicado al problema consultado, se traduce en que debe preferirse la interpretación de la ley interpretada que 
la haga compatible con la Constitución. Si la interpretación correcta de la ley interpretada conduce al mismo deber ser jurídico que 
ya resultaba de la interpretación correcta de la legislación preexistente, la ley que se presenta como interpretativa es 
verdaderamente interpretativa, y su aplicación se rige por el artículo 13 del Código Civil. 


En puridad, no se trata de retroactividad, sino de interpretación de que la legislación anterior a la promulgación de la ley 
interpretativa ya disponía lo que la ley interpretativa declara que aquella disponía. 


Si la ley interpretativa no es el resultado de la aplicación de normas sobre interpretación de la ley, entonces corresponde pasar a 
otra etapa de la aplicación del principio de conservación de los actos jurídicos. Ese principio reza que si un acto es inválido 
considerándolo como perteneciente a cierta categoría, antes de desaplicarlo como tal, hay que estudiar si resulta válido 
considerándolo como perteneciente a otra categoría diferente de actos jurídicos. 


En el asunto que dio lugar a la consulta, se trataría pues de examinar la posibilidad de conservar el acto autocalificado como "ley 
interpretativa" enfocándolo como "ley innovadora". 


El Capítulo 3. es el de la Comparación de la norma interpretada con la norma interpretativa. Veamos, pues, si lo dispuesto en la ley 
N? 15.848 correctamente interpretada, coincide con lo que dispondría el proyecto de ley interpretativa bajo examen. 


Al respecto, cabe comparar el deber ser que surge de aplicar los métodos consagrados en el Código Civil y los principios generales 
sobre interpretación de los actos legislativos, a los artículos 1 a 4 de la ley 15.848, con lo que surgiría de aplicar aquellos métodos 
al ordenamiento jurídico que resultaría de incorporar a dicho ordenamiento preexistente, el texto proyectado como ley interpretativa. 


Examinaré, pues, los puntos de contacto -armonía o fricción- en los capítulos 4 y 5 del presente dictamen. 


El capítulo cuarto refiere al elenco de delincuentes beneficiarios de la declaración de caducidad de la pretensión punitiva del 
Estado. Según el texto de los artículos 1 a 4 de la Ley N* 15.848 "ha caducado el ejercicio de la pretensión punitiva del Estado 
respecto de los delitos cometidos hasta el 1? de marzo de 1985 por funcionarios militares y policiales, equiparados y asimilados por 
móviles políticos o en ocasión del cumplimiento de sus funciones y en ocasión de acciones ordenadas por los mandos que 
actuaron durante el período de facto". La caducidad dispuesta en el artículo 1% "no comprende" -exordio del artículo 2*- "Las causas 
en las que, a la fecha de promulgación de" la Ley N* 15.848 -de 22 de diciembre de 1986- "exista acto de procesamiento" -apartado 
"a" del artículo 2-; la caducidad dispuesta en aquel artículo 1% "no comprende" tampoco -exordio del artículo 2- "los delitos que se 
hubieren cometido con el propósito de lograr, para su autor o para un tercero, un provecho económico." (apartado "b" del artículo 2) 
En el texto actual se habla de "provecho". 


El proyecto de ley bajo examen interpreta, en sus artículos 3 y 4, los artículos 1 y 2, respectivamente, de la Ley N* 15.848. 


Analizando el texto proyectado encontramos los siguientes puntos de contacto -concordancias o discordancias- con el texto de la 
Ley N* 15.848: a) se precisa el concepto de "período de facto" definiéndolo como "el tiempo transcurrido entre el 27 de junio de 
1973 y el 1% de marzo de 1985". En la ley interpretada solamente se menciona el 1% de marzo de 1985, con lo que no hay una 
contradicción pero sí una mayor precisión en la fórmula proyectada de norma interpretativa comparándola con lo que surge de la 
lectura de la ley interpretada. ¿Hay una fricción o una discordancia en este caso? Parecería que no. El hecho de que se mencione 
el 19 de marzo de 1985 como punto final del período de facto no se contradice con la fórmula interpretativa que, al contrario, 
responde al sentido natural y obvio que en las conversaciones privadas y documentos públicos se ha hecho de la expresión 
"período de facto". 


b) Se separan en 5 ordinales los requisitos incluidos en el artículo 1 de la Ley 15.848. Simplemente se les pone número para evitar 
el período largo que aparece en el artículo 1 de la Ley de Caducidad. 


c) Se determina que los requisitos señalados en esos 5 ordinales deben concurrir simultáneamente. De ese modo se elimina la 


ambigúedad derivada del uso promiscuo de las conjunciones "o" e "y" en el texto del artículo 1* de la ley interpretada. 
d) Se enuncian en 4 ordinales, clases de delitos que quedan "excluidos de la caducidad de la pretensión punitiva del Estado". 


Comparando el artículo 4 del proyecto con el artículo 2 de la Ley N* 15.848, se ve que el proyecto no menciona los delitos que 
hubiesen dado lugar a procesamiento no posterior al 22 de diciembre de 1986, pero tampoco deroga el apartado "a" del artículo 2 
de la Ley N* 15.848 que establece esa situación. En cambio, añade tres ordinales no mencionados en la ley N* 15.848, lo que hace 
necesario que los analice desde el punto de vista de una naturaleza interpretativa o innovadora de tales ordinales. 


El ordinal 2* del artículo 4 proyectado viene a significar una interpretación a contrario sensu del artículo 1 de la Ley N* 15.848. En 
efecto, este artículo prevé, para configurar la caducidad de la pretensión punitiva del Estado, que el delito haya sido cometido "en 
ocasión del cumplimiento de sus funciones y en ocasión de acciones ordenadas por los mandos que actuaron durante el período de 
facto". 


La hipótesis allí prevista puede esquematizarse de la siguiente manera: a) el Mando Superior -artículo 168, numeral 2) de la 
Constitución- u otro Mando de los que actuaron durante el "período de facto" ordenó alguna otra acción. 


b) Un individuo perpetró, en ocasión del cumplimiento de dichas órdenes, un delito. Este delito puede haber sido perpetrado por 
orden de los mandos o contra la orden de los mandos: basta que lo sea "en ocasión de" la ejecución de aquellas órdenes. 


El Estado admite la caducidad de su pretensión punitiva respecto de ese delito, siempre que hubiera sido cometido por un 
funcionario militar, policial, equiparado o asimilado, en ocasión del cumplimiento de acciones ordenadas por los respectivos 
mandos. 


Pero no están comprendidos en la caducidad de marras los delitos cometidos por los mandos del período de facto. Una cosa es 
saber impartir una orden delictiva, y otra cosa es haber cometido un delito en ocasión de la ejecución de acciones ordenadas por 
los mandos. Esta distinción está en la raíz de la eximente o atenuante de obediencia debida, y armoniza con el artículo 179 inciso 
segundo de la Constitución. 


El ordinal 3% no es innovador, configura una regla general ya establecida en el artículo 10 del Código Penal, con las excepciones 
previstas en ese artículo 10, las cuales perdurarían como normas especiales. Pero si el delito cometido fuera del territorio uruguayo 


fuere perseguido por un Estado extranjero en ejercicio de su potestad punitiva, es obvio que la ley uruguaya no puede declarar 
caduca la pretensión punitiva de otros Estados o de la Comunidad Internacional. 


Por último, el ordinal 4* del artículo 4% proyectado es consecuencia lógica de la fecha incluida en el artículo 1% de la Ley 15.848 - 
"hasta el 1% de marzo de 1985"- de modo que tampoco puede calificárselo de innovador. 


La ley interpretativa que se proyecta no cambia la naturaleza de la caducidad dispuesta en la Ley 15.848. La ley 15.848 no es una 
amnistía porque no extingue delitos: sólo declara caducada la pretensión punitiva del Estado respecto de determinados 
responsables de ciertos delitos. 


El artículo 1% de la Ley 15.848 deja en vigencia todas las consecuencias del delito menos la pretensión punitiva del Estado 
uruguayo, es decir, la pretensión de que se aplique una pena al acusado, artículo 22 de la Constitución. 


El artículo 1% de la Ley 15.848 no afecta la responsabilidad civil del Estado y la eventual responsabilidad civil de sus funcionarios, 
artículos 24 y 25 de la Constitución. 


Tampoco afecta la pretensión punitiva de la Comunidad Internacional por los delitos de lesa humanidad, genocidio, tortura, etcétera. 


Tampoco afecta la existencia del delito como motivo para la calificación del desempeño funcional o como causal de destitución por 
delito o como motivo para denegar la venia del Senado o de la Comisión Permanente para los ascensos de militares de jerarquía 
que la requieran, artículo 168, ordinales 10* y 11%, etcétera. 


La Ley 15.848 no suprime delitos existentes ni disminuye su pena, sino que declara caducada la pretensión del Estado uruguayo de 
que se aplique la pena correspondiente. 


El proyecto de ley interpretativa no cambia la naturaleza de la caducidad reconocida ni, por ende, su alcance limitado a la 
pretensión punitiva del Estado uruguayo. 


Ahora me referiré a los aspectos procesales. Los artículos 2% y 5% de la ley proyectada interpretan que el informe previsto en el 
artículo 3 de la Ley 15.848 no es discrecional sino reglado. 


Me parece indudable que ese informe no podría ser discrecional, por la sencilla razón de que ese informe versa sobre la existencia 
o inexistencia de las circunstancias de hecho que determinan según la ley 15.848, la caducidad de la pretensión punitiva del 
Estado. 


En ningún artículo de la ley 15.848 se confiere al Poder Ejecutivo la potestad discrecional de incluir o excluir a determinados delitos 
O a determinados delincuentes de la situación jurídica de beneficiarios de la caducidad de la pretensión punitiva del Estado. 


Tal inclusión o exclusión está determinada por la ley 15.848. Fue la ley y no el informe del Poder Ejecutivo el acto jurídico que 
definió el elenco de beneficiarios de la declaración de caducidad y si el Poder Ejecutivo declara comprendidos en la caducidad a 
delitos o a delincuentes que no lo estén según la ley, el informe sería erróneo y el Poder Judicial debería prescindir de su contenido. 


Cualquier interpretación según la cual el informe del Poder Ejecutivo vincula el ejercicio de la función jurisdiccional por la autoridad 
judicial competente, sería flagrantemente inconstitucional, por infringir la separación de Poderes. Pero no es pertinente traer a 
colación la cuestión de inconstitucionalidad. 


En efecto, la interpretación de la Ley 15.848 que trasladare del Poder Judicial al Poder Ejecutivo la potestad de juzgar si se dan en 
cada caso concreto los supuestos de hecho referidos en el artículo 1% de la Ley 15.848, debe ser descartada por el Poder Judicial 
en ejercicio de su función principal. No se trata de inaplicar la Ley por inconstitucionalidad; se trata simplemente de aplicar la Ley 
en el caso concreto interpretándola en armonía con la Constitución. 


Solo me resta decir, que estoy dispuesto a aclarar o ampliar los conceptos que los señores Senadores entiendan pertinente. 


SEÑOR GALLINAL.- Antes que nada, quiero sumarme a la bienvenida que dio el señor Presidente de la Comisión al doctor 
Cassinelli y destacar que para nosotros es muy importante recibir una opinión tan ilustrada, fundamentada y autorizada en materia 
constitucional y jurídica en general. 


De la lectura del informe -que después revisaremos con más detenimiento- me surgió una duda. El doctor Cassinelli señalaba que 
iba a expresar las concordancias y discordancias del proyecto de ley con la norma que se pretende interpretar. Cuando hace 
referencia al artículo 3” del proyecto de ley, en el que se establecen los presupuestos para que opere la caducidad de la pretensión 
punitiva del Estado, destaca la expresión "simultáneamente". O sea, se exige que los cinco numerales que se establecen en esa 
disposición operen en forma simultánea para que sea aplicable la Ley de Caducidad. A este respecto, no sé si el doctor Cassinelli 
se manifiesta a favor o en contra de que la expresión "simultáneamente" tenga que ver con una correcta interpretación. 


Por otro lado, el doctor Cassinelli expresa -aclaro que en este punto me perdí un poco en la lectura- que el término 
"simultáneamente" está utilizado para eliminar la discusión que se da respecto a si en el artículo 1% de la Ley N* 15.848 debe ir una 
"o" o una "y". Concretamente, me refiero a la parte del artículo 1” que dice: "móviles políticos o en ocasión del cumplimiento de sus 
funciones". 


Entonces, las preguntas concretas son las siguientes. Primera: ¿qué opinión le merece la posibilidad de establecer que esas 
circunstancias sean simultáneas? Segunda: ¿cuál sería el alcance de la definición que se da en el artículo 1% de la Ley N* 15.848 
cuando establece "móviles políticos o en ocasión del cumplimiento de sus funciones"? 


SEÑOR CASSINELLI MUÑOZ.- Posiblemente, esas sean las interrogantes más importantes que pueden surgir de esta lectura, y 
quiero decir que fue objeto de meditación por mi parte. 


En el Derecho uruguayo es bastante frecuente el uso de las conjunciones "o" e "y" de manera imprecisa. Hay muchas disposiciones 
legales en las cuales se dice "o" y hay que interpretar "y", o se expresa "y" y hay que interpretar "o". Incluso, en la Constitución hay 
algunos artículos en los que se plantea ese problema como, por ejemplo, el artículo 303, que en una parte habla de "contrarios a la 
Constitución y a las leyes". En este caso, lo razonable sería pensar que la disposición refiere a la Constitución o a las leyes. 


El proyecto de ley interpretativo, en este punto, al exigir que estos requisitos sean en forma concurrente y simultánea -en realidad, 
deberían ser concurrentes y no simultáneos- terminaría con la ambigúuedad que resulta del uso de la "o" y de la "y". No se puede 
decir que la interpretación literal es tal o cual cuando las conjunciones están utilizadas en la forma en que se han empleado en la 
Ley. 


Hice el ejercicio de cambiar la "o" por la "y" y viceversa en uno o varios lugares en los que se hace referencia al Artículo 1* y los 
resultados son bastante disparatados, si uno se atiene al sentido natural y estricto de considerar que la "o" excluye y que la "y" 
incluye los dos casos. Es corriente en el lenguaje común del Derecho uruguayo confundir y mezclar el "o" exclusivo con el "o" que 
incluye la simultaneidad de las dos cosas. 


Por supuesto que si se entiende que la interpretación de la "y" y de la "o" debe ser otra, la ley interpretativa tendría que decir otra 
cosa. Es decir que opta por terminar con la ambigúedad de determinado modo y el que no lo comparta tampoco compartirá la 
conclusión y, por lo tanto, encontrará innovación en la exigencia de esta simultaneidad o concurrencia. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que la pregunta que formularé a continuación va de la mano con la anterior y nos ayudará a entender el 
alcance de la norma. 


Me interesa saber, a juicio del doctor Cassinelli y en el contexto de la Ley N* 15.848, qué debemos entender por la expresión "en 
ocasión del cumplimiento de sus funciones", más allá de que lo que corresponda sea la "o" o el "y", con respecto a los móviles 
políticos y más allá de una aclaración que nos hace el doctor, que me parece fundamental y digna de ser atendida e incorporada 
hasta por quienes han sido autores del proyecto de ley. Me refiero a la aclaración que ha hecho en cuanto a que no es de forma 
simultánea sino concurrente, lo que es mucho más claro y, además, expresa el alcance preciso que es el que se busca. En 
consecuencia, reitero mi inquietud en el sentido de qué se entiende, en el contexto de la Ley N* 15.848, por "en ocasión del 
cumplimiento de sus funciones". 


SEÑOR CASSINELLI MUÑOZ.- A los efectos del estudio del tema que se me consultó no es necesario interpretar qué quiere decir 
esa expresión; basta suponer que quiere decir algo, ya que la misma se mantiene en el proyecto de ley y en la ley interpretada. No 
se puede decir que hay una interpretación errónea porque se remite a las mismas palabras. De todas formas, para la aplicación de 
la ley hay que resolver el problema que se plantea pero, reitero, no es el objeto de este estudio. 


SEÑOR GALLINAL.- Comparto que resolver cuál es el alcance de la expresión "en ocasión del cumplimiento de sus funciones" no 
es el objeto del estudio. Sin embargo, me parece que nos ayudaría mucho -no voy a reiterar la pregunta porque la respuesta ha 
sido suficiente- si pudiéramos entender el alcance de esa expresión en lo relativo a la concurrencia y, fundamentalmente, en lo que 


hace al "o" o "y". Este es un problema que efectivamente tendremos que resolver. 


La última pregunta que quiero hacerle al doctor Cassinelli, ya no directamente sobre el alcance de este texto pero sí relacionado 
con el tema que está a estudio de la Comisión y que además se ha planteado como una alternativa, está vinculada con la 
posibilidad de anular una ley. En consecuencia, quisiera saber si, en su opinión, en nuestro sistema jurídico existe la posibilidad de 
anular una ley. Además me interesa saber cuál es la norma del Derecho positivo que respalda ese instrumento de la anulación. Y, 
tercero, ¿cuál sería, entonces, la diferencia entre anular una ley y derogarla? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de conceder la palabra al doctor Cassinelli Muñoz, quiero pedir disculpas porque me tengo que 
retirar por unos instantes en virtud de que debo concurrir a la sesión de la Comisión de Defensa Nacional. El Vicepresidente es el 
señor Senador Gallinal, pero como es él quien formuló la pregunta, pediría al señor Senador Ríos que ejerza la Presidencia. 


Una vez más, presento mis disculpas por el retiro intempestivo que debo efectuar. 
SEÑOR GALLINAL..- Voy a reiterar al doctor Cassinelli Muñoz las preguntas que le había formulado. 


En primer lugar, quisiera saber si se puede anular una ley. Segundo, ¿cuál es la norma de Derecho positivo que respalda, crea o 
viabiliza el instrumento de anulación de una ley? Y, tercero, ¿cuál sería la diferencia entre anular una ley y derogarla, si es que 
existen las dos posibilidades? 


SEÑOR CASSINELLI MUÑOZ.- La anulación de un acto jurídico significa la extinción de sus efectos, o sea que es como si no se 
hubiera dictado. Por su parte, la derogación, en el sentido más exacto del término, se da cuando se excluye determinado caso de la 
aplicación de la ley, es decir, se restringe el alcance de la ley, eliminando determinado caso. 


En el lenguaje corriente en el Uruguay se utiliza el término "derogación" con el significado de "abrogación", que es la eliminación 
total de la ley pero dejando los efectos producidos antes del acto abrogatorio. Esto significa que no se va a poder aplicar en el 
futuro, pero se va a poder seguir aplicando respecto de los hechos ocurridos durante la vigencia de la ley abrogada. 


Así que la abrogación consiste en la supresión de la vigencia a partir de la entrada en vigor de la nueva ley, mientras anulación, en 
cambio, significa la supresión total de la ley y de todos sus efectos. Por consiguiente, no va a poder ser invocada para resolver 
algún problema jurídico. 


¿Puede el Poder Legislativo, bajo forma de ley, anular una ley propia? Pienso que sí, aunque no haya una norma expresa implícita 
que lo diga, porque para mí es un principio general el de que los actos jurídicos pueden ser dejados sin efecto siempre que se 
funde esa decisión en la ilegitimidad del acto. Esa sería la solución de principio que justifica, por ejemplo, que un contrato pueda 
ser dejado sin efecto por acuerdo de las partes, que un testamento pueda ser revocado por el testador o que un decreto del Poder 
Ejecutivo pueda ser dejado sin efecto por otro decreto del mismo Poder. Sería necesario un texto expreso para brindar una solución 
diferente. Por ejemplo, hay países en los cuales se admite la anulación jurisdiccional de una ley, y eso ya no es consecuencia del 


principio general, sino de una norma de Derecho positivo según la cual se le reconoce un efecto más allá de la cosa juzgada, más 
allá de las partes, a la declaración de inconstitucionalidad de una ley. 


Pienso que el reconocer la posibilidad de que el Poder Legislativo, mejor dicho el acto legislativo pueda tener por contenido la 
anulación de otro acto legislativo, no es solamente la solución de principio, sino una solución conveniente desde el punto de vista 
de la aplicación del orden jurídico en su conjunto. Pero esa decisión puede resultar inconstitucional si el acto anulado hubiera 
creado situaciones jurídicas que estuvieran constitucionalmente garantidas. En ese caso, la solución de principio que puede anular 
sus propios actos ilegítimos resultaría impertinente, porque no se podrían eliminar los derechos surgidos de la Constitución a través 
de la ley que se pretende anular. Por ejemplo, si una ley anula un artículo que establece o disminuye una pena, para saber si se 
trata de una acto legítimo o ilegítimo, hay que determinar en qué grado se aplicaría para el caso concreto el principio de la 
retroactividad de la ley penal más benigna o la ultra actividad de la ley penal más benigna. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que la respuesta del doctor Cassinelli Muñoz ha sido muy elocuente. Precisamente, las dudas que se 
me plantean -acotando un poco más el campo el ejemplo- son las siguientes. Como sabemos, la primera pregunta estaba referida a 
si se puede anular una ley. Al respecto, el profesor Cassinelli Muñoz sostiene que sí, que se puede anular una ley aunque no haya 
una norma que expresamente lo autorice. Ahora bien, debe cuidarse que esa ley anulatoria no vulnere algún principio o derecho de 
carácter constitucional. 


SEÑOR CASSINELLI MUÑOZ.- Esa ley no sería constitucional por otro motivo, pero no por ser anulatoria. 


SEÑOR GALLINAL.- Exacto; por los temas en los que se introduce, podría estar vulnerando otros principios o derechos 
consagrados por la Constitución de la República. Entonces, la pregunta ya va referida a un caso más limitado: la anulación de una 
ley dentro del área del sistema penal uruguayo. Justamente, ese es el mismo principio al que hizo referencia el doctor Cassinelli 
Muñoz, que es el principio de la ley más benigna. 


En concreto, quisiera saber cuáles son las dificultades con las que tropezaría la anulación de una ley en materia penal o cuáles son 
los valores que correspondería preservar. 


SEÑOR CASSINELLI MUÑOZ.- La sola emisión de la ley anulatoria dejaría sin efecto los derechos y las obligaciones surgidas de 
la aplicación de otra ley, pero eso podría constituir una solución que lesionara derechos subjetivos o intereses legítimos 
constitucionalmente garantidos. Por eso, hay que ver cuáles serían en cada caso concreto. Por ejemplo, una ley suprime un delito y 
luego se descubre que era ilegítima por razones de soborno. A fin de citar un caso bien claro, nos podríamos preguntar qué pasaría 
si se advierte que en la Cámara de Senadores no se obtuvo mayoría, que hubo un error de la Secretaría al haber proclamado un 
resultado afirmativo, que eso no fue advertido por la otra Cámara y que el Poder Ejecutivo la promulgó. Formalmente, esa ley existe 
y, por razones de forma, se vuelve inconstitucional. Luego, en un juicio en el cual se pudiera plantear la aplicación de esa ley -una 
vez tramitada la inconstitucionalidad- la norma no se aplicaría en el caso concreto. Por consiguiente, diríamos que esa ley no tiene 
valor de garantía provisoria para que sea anulada. 


Entonces, advertida su nulidad, su ilegitimidad de forma, quedaría en condiciones de ser anulada sin que se pudiera invocar un 
derecho adquirido. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Voy a formular dos preguntas. 


La primera refiere a si entre esas excepciones que pueden darse a una eventual anulación está el principio de cosa juzgada. Me 
refiero al caso de que se anule una ley que ya fue aplicada, que generó pronunciamientos judiciales no apelables, es decir, 
definitivos. 


La segunda pregunta tiene que ver con el caso de si la Constitución cuando quiso establecer la posibilidad de no aplicar una ley, lo 
previó en la declaración de inconstitucionalidad, o también la anulación de un acto administrativo en el caso del Contencioso. 
Quiero saber en qué principio se sustentaría la posibilidad de anular una ley. 


SEÑOR CASSINELLI MUÑOZ.- En primer lugar, voy a hacer referencia a la acción de nulidad. El acto administrativo puede ser 
impugnado con un procedimiento constitucionalmente previsto ya sea un recurso administrativo o mediante la acción de nulidad. 
Pero esto no quiere decir que sea el único método porque la Administración puede, de Oficio, anular el acto por ilegitimidad. Algo 
análogo pasaría con el caso de las leyes donde el Legislador está sometido al procedimiento de Declaración de 
Inconstitucionalidad de las Leyes a los efectos de que se aplique en un caso concreto. Ello no impide que, de Oficio, el Poder 
Legislativo pueda comprobar que hubo un error de forma, de fondo en la instancia de la ley y la deje sin efecto. 


SEÑOR SANGUINETTI.- El doctor Cassinelli Muñoz se estaría ubicando en la hipótesis de una anulación por un error o un vicio en 
el consentimiento o en la formalidad y no por una razón de mérito. En ese caso, estaríamos en una derogación y no en una 
anulación. 


SEÑOR CASSINELLI MUÑOZ.- En realidad, sería una anulación por razones de mérito pero sería una situación anómala que 
requeriría una autorización expresa. En principio, los actos administrativos pueden anularse de Oficio si son ilegítimos; pero esto no 
quiere decir que no exista la figura de la anulación retroactiva de un acto por razones de mérito aunque no es la solución de 
principio. 


SEÑOR SANGUINETTI.- La otra pregunta que formulé era sobre qué ocurría en el caso de asuntos que hubieran sido resueltos 
con autoridad de cosa juzgada. 


SEÑOR CASSINELLI MUÑOZ.- No cabe la menor duda de que la cosa juzgada prevalece porque, de lo contrario, no se concibe la 
función jurisdiccional. La finalidad del acto jurisdiccional es que no se puede discutir más el tema. Entonces, no se puede ir contra 
la cosa juzgada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al doctor Cassinelli Muñoz su comparecencia y nos congratulamos que haya accedido a la 
invitación de concurrir al seno de esta Comisión. Si no entendí mal, creo que la versión escrita de la exposición del doctor Cassinelli 
Muñoz iba a quedar en poder de la Secretaría para que se distribuya. 


(Se retira de Sala el doctor Cassinelli Muñoz) 
(Ingresa a Sala el doctor Oscar López Goldaracena) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con el desarrollo de la sesión, recibimos con mucho gusto al doctor Oscar López 
Goldaracena para que nos haga saber su opinión - consulta que ya le fuera adelantada- sobre el proyecto de ley interpretativo que 
está a consideración de esta Comisión. 


Le hago saber que el mecanismo que seguimos habitualmente es escuchar una exposición a cargo del invitado y luego cualquiera 
de los señores Senadores presentes puede efectuar preguntas al respecto. 


Sin más trámite, le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR LOPEZ GOLDARACENA.- En primer lugar, quiero decir que para mí es un honor participar en esta instancia y trataremos, 
humildemente, de aportar nuestra reflexión al respecto. 


En relación, concreta y específica, a este proyecto de ley interpretativo, debo resaltar que constituye un gran esfuerzo político y 
jurídico para precisar aquellos aspectos de la ley de caducidad que durante veinte años no se aplicaron adecuadamente. En tal 
sentido, quiero hacer una precisión. 


Si les cerraran los ojos al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, diría que este proyecto de ley interpretativo es 
sumamente adecuado y absolutamente legal y compatible con el ordenamiento jurídico y, por lo tanto, constitucional y bienvenido 
en cuanto abre brechas a la impunidad de las últimas décadas. 


Sin perjuicio de esto y en relación concreta al tema ley de caducidad, pienso que debemos razonar de la siguiente forma. El 
proyecto de ley interpretativo nos lleva a reflexionar sobre la ley de caducidad. Y aquí yo traicionaría lo que pienso, lo que he 
sostenido en las últimas décadas y lo que he escrito en el año 1986, antes de la sanción de la ley de caducidad, en el sentido de 
que deben abrirse los ojos del Derecho Internacional. Este nos está indicando que la ley de caducidad nunca debió ser dictada en 
la medida de que, frente a la coyuntura histórica de las dictaduras que asolaron América Latina y la previsibilidad de que hubiesen 
ocurrido crímenes de lesa humanidad, era una obligación de los Estados recuperar la democracia y no arbitrar mecanismos legales 
o incorporar a su ordenamiento jurídico disposiciones que sean obstativas para el castigo de los responsables. 


Entiendo que existen normas de Derecho Internacional General, con rango de jus cogens, que están vigentes para con el Estado 
uruguayo y lo obligan a castigar a quienes desde el Gobierno de un Estado, cometieron violaciones en forma sistemática a los 
derechos humanos que se podrían calificar como crímenes de lesa humanidad. Estas normas, reitero, tienen rango de jus cogens, 
es decir que son normas imperativas y universales, aceptadas y reconocidas por la comunidad de Estados en su conjunto. Estas 
normas estaban vigentes en la época de la comisión de esos supuestos crímenes contra la humanidad. Debo recordar que las 
normas de jus cogens tienen una naturaleza que se define por su método de producción, es decir, la fuente, y no por su contenido. 
Se trata de aquellas normas aceptadas y reconocidas por la Comunidad de Estados en su conjunto y no admiten acuerdo en 
contrario. La propia Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, refiriéndose a estas normas, señala que son nulos los 
Tratados que se opongan a los mismos y con más razón, las disposiciones normativas que las contradigan. Entendemos que en 
aquel momento existían normas de jus cogens con fuente en la costumbre internacional. Si nos remontamos a la Primera Guerra 
Mundial, los acuerdos de La Haya en 1899, en 1907 el Tratado de Versalles y el artículo 14 del Pacto de la Sociedad de Naciones, 
establecían necesariamente la obligación de castigar a aquellos que se excedieran en las acciones de guerra y violentaran los 
derechos humanos fundamentales. Con posterioridad y durante el curso de la Segunda Guerra Mundial, la declaración de Saint 
James en el año 1942 y la Declaración de Moscú en el año 1943 ya perfilaban lo que iba a suceder luego con el Estatuto de 
Nuremberg. Luego de éste, marcaría tres fechas importantísimas en la consolidación de esta norma internacional de jus cogens. En 
primer lugar, el 11 de diciembre de 1946, fecha en la cual la Resolución 95 de las Naciones Unidas ratifica y confirma como 
principios jurídicos de la Comunidad de Naciones aquellos contenidos en el Estatuto del Tribunal Militar de Nuremberg. Luego, en el 
año 1968, cuando se sanciona la convención sobre imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y lesa humanidad, se señala que 
estos crímenes serían imprescriptibles cualquiera sea la fecha en que se hubieren cometidos. Es decir que se reafirma y se 
incorpora en el Derecho convencional lo que ya estaba vigente en el Derecho Consuetudinario. Finalmente -y vean qué paradoja- 
en diciembre del año 1973, se acuerda en la Comunidad de Naciones Unidas los principios para la cooperación, detención, castigo 
y extradición de los criminales de lesa humanidad y entre ellos se señala que los Estados se abstendrán de tomar medidas 
legislativas que impidan su castigo. Es decir que hasta el año 1973 se fue consolidando en el Derecho Consuetudinario 
Internacional una norma, un principio, por el cual se impone un castigo en los crímenes de lesa humanidad. A partir de esa fecha y 
hasta el día de hoy, se ha consolidado con fuentes convencionales hasta llegar al Estatuto de Roma. 


Esas fuentes convencionales que se han sancionado a partir de 1973 hasta la fecha no han hecho otra cosa que reafirmar un 
principio ya vigente. Así, tenemos la Convención Interamericana contra la Desaparición Forzada, la Convención Universal contra la 
Tortura, la Convención Interamericana contra la Tortura, declaraciones internacionales a nivel de Naciones Unidas, los Estatutos de 
los tribunales para juzgar los crímenes de guerra en la ex Yugoslavia y en Ruanda; es decir, hay toda una evolución del Derecho 
Internacional que está evidenciando una naturaleza mixta de este concepto -de fuente de derecho consuetudinario y fuente de 
derecho convencional- pero sí es clara la plena vigencia de la norma que impone el castigo de los crímenes de lesa humanidad a la 
época en que los hechos ocurrieron. 


Si nos vamos a referir a las violaciones ocurridas a los derechos humanos en nuestra región, deberíamos hacer referencia 
específica a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en relación con 
estas situaciones, así como a la jurisdicción de otros países con respecto al juzgamiento de crímenes de lesa humanidad ocurridas 
en nuestro país. Así, por ejemplo, es vasta la jurisprudencia de la Corte Interamericana, desde el caso Velázquez Rodríguez en 
1988. Quiero leerlo por una razón de precisión. En el año 1988, la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos dice 
que si bien no existe ningún texto convencional en vigencia aplicable a los Estados Partes en la Convención que emplee esta 
calificación, la doctrina y la práctica internacionales han calificado muchas veces las desapariciones como un delito contra la 
humanidad. Esto ratifica lo que acabo de señalar, en el sentido de que ya estaba vigente una norma de Derecho Internacional 
consuetudinario en esa época. 


Esto sucede en el resto de las sentencias hasta llegar a una en 2004, sobre la Hermana Serrano Cruz, en la cual especificamente 
se señala que aunque las Convenciones contra la Desaparición Forzada sean las normas convencionales de 1992 y 1994, ya 
estaba vigente la norma a la época en que sucedieron los hechos. 


Esta jurisprudencia ha trascendido a los casos concretos de jurisdicciones estatales nacionales -como en la Argentina, en el caso 
de Silvia Clavel, en el cual se declara que a pesar de la norma que imponía la prescripción, la imprescriptibilidad ya estaba vigente 
al momento en que sucedieron los hechos, aunque la Argentina hubiera ratificado la Convención después- los juicios en España 
contra Chilingo y el caso de la detención de Pinochet en Inglaterra, señalando que la tortura ya era un crimen "jus cogens" a la 
época en que sucedieron los hechos, aunque la Convención hubiese entrado a regir después. 


¿Por qué me extendí en estos aspectos? Porque creo que debemos tener sumamente claro que en Derecho, el vértice del 
ordenamiento jurídico trasciende lo que es aquella pirámide que nos enseñaban en la escuela de reglamento, ley, constitución, sino 
que por encima tenemos las normas de Derecho Internacional General con rango de "jus cogens", que limitan la autonomía de la 
voluntad de los Estados y que se aplican a todos los nacionales de esos Estados. Dentro de esas normas hay principios especiales 
e indisponibles que obligan al castigo a quienes, desde el gobierno de un Estado, cometieron actos que puedan ser calificados de 
crímenes de lesa humanidad en cuanto a prácticas sistemáticas en la especie de torturas, desapariciones forzadas y homicidios 
políticos. 


¿Cuáles son las consecuencias de esta calificación jurídica? Las consecuencias serían que aquellos actos de un Estado que 
violentan la posibilidad de juzgar estos crimenes irían contra ese principio de "jus cogens" y, en consecuencia, estarían viciados 
intrínsecamente de nulidad y podrían ser pasibles de nulidad absoluta o de inexistencia. Este razonamiento jurídico ha sido el 
utilizado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos al fallar el caso Barrios Alto, en Perú, en el cual se señaló, en relación 
a leyes de autoamnistía, que las mismas debían ser removidas del ordenamiento jurídico y se consideraban inexistentes en razón 
de que no podían producir efecto jurídico. Esta calificación en relación a las leyes de autoamnistía en el caso Barrios Alto es luego 
tomada por otros Estados que desean adecuar su normativa interna a la internacional, como el caso de Argentina en la sentencia 
del caso Simón, recientemente fallada. En la República Argentina se habla de la necesidad de declarar a estas leyes inexistentes, 
nulas y sin ningún efecto. 


En ese caso, los criminales no pueden ampararse en los principios de retroactividad de la ley penal benigna, de imprescriptibilidad, 
ni de cosa juzgada, porque se trata de crímenes que, por su naturaleza, el castigo interesa a toda la comunidad de naciones. 
Reitero que si los hechos que estamos calificando constituyen crimenes contra la humanidad, esos hechos no pueden ser 
amparados en ninguna eximente de responsabilidad, porque el bien jurídico tutelado es el interés, el principio general de interés de 
la comunidad de naciones. No se trata de que sea nula una disposición por ir contra el Derecho Internacional lisa y llanamente, sino 
que sería nula por contradecir un principio esencial de convivencia que hace al orden público internacional. 


En el caso concreto de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado, y teniendo en cuenta que ella fue ratificada por 
un referéndum popular, la pregunta que me haría es si es posible anular una ley que fue ratificada por voto popular. 


Aquí quiero recordar que Uruguay, en el Informe 2992 ha sido observado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y 
se le recomendó adecuar su legislación y remover la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado. Uruguay y Argentina 
pidieron a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su momento, una opinión consultiva para determinar si dicha 
Comisión tenía facultades para analizar o juzgar una ley que había sido respaldada por un referéndum o un plebiscito. La opinión 
consultiva de la Corte Interamericana de Derechos Humanos fue contundente, en el sentido de que lo que interesa a los efectos de 
los organismos de contralor de Derecho Internacional de los derechos humanos es analizar la compatibilidad de la norma con el 
Derecho mencionado. Es decir que no importa si la ley fue ratificada por un referéndum con determinado porcentaje, o por la 
modalidad referéndum. Una ley no se valida, desde el punto de vista jurídico, con un referéndum. Si tiene un vicio intrínseco que la 
vuelve nula, la ley continúa siendo nula aunque tenga un respaldo mayoritariamente popular. 


Entiendo que el Parlamento tiene facultades para disponer la anulación de leyes cuando el vicio por el cual la ley sería anulable es 
un vicio material o sustancial de ir contra una norma fundamental de Derecho Internacional general "jus cogens". 


Finalmente, diría que en nuestro ordenamiento jurídico existen antecedentes de anulación ya que, por razones claramente 
sustanciales y formales, a la salida de la dictadura, el Parlamento elegido democráticamente, en una ley resuelve ratificar algunos 
actos del Consejo de Estado y anular aquellos que violentaran los principios más esenciales de la democracia. Creo que esa fue 
una de las razones que se esgrimieron en su momento. Quiere decir que, formalmente, el Parlamento puede perfectamente anular 
una ley si entiende que violenta principios esenciales desde el punto de vista jurídico. Esa ley anulatoria en su momento fue 
impugnada por inconstitucional y la Suprema Corte de Justicia la confirmó como constitucional. 


Por lo tanto, existirían antecedentes de anulaciones legislativas por vía parlamentaria y no creo que cambie la naturaleza jurídica 
de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado por el hecho de que haya existido referéndum. 


Otro caso de anulación que tendríamos recientemente podría ser la ley de defensa del consumidor, sobre la que creo que no existió 
técnicamente una derogación, sino una anulación, y luego se volvió a dictar la ley madre en la materia. No tengo aquí los números, 
pero podemos corroborar todo esto. 


Volviendo a la consulta que nos motivara, quiero decir que si cerrara los ojos al Derecho Internacional podría concluir que la ley 
interpretativa es adecuada en tanto abre un camino importante con relación a la investigación y a la sanción de determinados 
supuestos delictivos ocurridos durante la dictadura. Ahora bien, si abro los ojos al Derecho Internacional y, consecuentemente, 
aplico correctamente la Constitución de la República al respecto, llegaría a la conclusión de que la ley adolece de vicios intrínsecos 
e insubsanables que merecen que se le remueva de nuestro ordenamiento jurídico y se declare su inexistencia. Esto es así, con la 
siguiente precisión: cuando referí a la Ley de Caducidad, lo hice en el entendido de aquellos artículos que hacen referencia a la 
impunidad y no al resto de la ley, porque dentro de ella podría haber normas, a partir del artículo 4%, sobre las que quizás habría 
que debatir si se mantienen o no. 


Sin más, quedo a las órdenes de los señores Senadores con el correspondiente material para efectuar consultas. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que nuestro invitado ha tenido mucha visión porque nosotros lo convocamos para consultarlo sobre el 
proyecto de ley interpretativo de la Ley de Caducidad y ya respondió a una pregunta que le iba a formular y que no forma parte del 
motivo de esta convocatoria. Concretamente, me refiero a qué opinión le merece la eventual anulación de una ley. 


SEÑOR RUBIO.- Ya lo adelantó. 
SEÑOR GALLINAL.- De manera que la posición sustentada por la doctora Jacinta Balbela va ganando terreno. 


Siguiendo la línea de razonamiento de la introducción que realizó, y con la que cierra -que considero muy interesante porque va 
entrando en materia en lo que refiere, no ya a la ley interpretativa, sino a la ley interpretada, la Ley N* 15.848, cuyo artículo 1? 
establece lo que establece- me gustaría plantearle algunas interrogantes a la luz de las normas del Derecho Internacional, de los 
bandos con principios de "jus cogens", y de los crímenes contra la humanidad que no pueden ser amparados, tal como él muy bien 
ha señalado y que yo lo comparto. 


Nuestro invitado nos plantea abrir los ojos al Derecho Internacional. Si los dejamos cerrados y nos quedamos solamente en el 
ámbito interno, quizás podremos tener una opinión diferente -aunque, personalmente, no la tengo-; pero si abrimos los ojos a la luz 
del Derecho Internacional, nos encontramos con las normas que regulan los crímenes contra la humanidad, con las que rigen el 
Derecho Internacional, con el "jus cogens" y con aquellas que son anteriores a 1986 e, incluso, a 1984. 


Entonces, a la luz de esas normas y abriendo los ojos al Derecho Internacional, quiero saber qué opina sobre el artículo 1% de la 
Ley N* 15.848 y sobre el Acuerdo del Club Naval, celebrado el 4 de agosto de 1984 entre el Frente Amplio, el Partido Colorado, la 
Unión Cívica y los mandos de aquella época, que son el origen de toda esta situación, tal como se trasluce y surge del mencionado 
artículo que, si se quisiera interpretar, también se podría agregar una definición de estas características. Reitero: ¿qué opinión le 
merece, abriendo los ojos al Derecho Internacional, el Acuerdo del Club Naval, del 4 de agosto de 1984, que contó con la 
participación del Frente Amplio, del Partido Colorado, de la Unión Cívica y de los mandos? 


SEÑOR LOPEZ GOLDARACENA.- Si vamos a la disposición normativa a que hacía referencia el señor Senador Gallinal -que no 
tengo en mi poder en este momento- lo primero que me llama a reflexión es que, al decir "Reconócese que por la lógica de los 
hechos originados por el acuerdo celebrado entre los partidos políticos...", se habla de la lógica de los hechos que sucedieron luego 
del acuerdo del Club Naval y se reconoce que, por esa lógica, no se puede ejercer la pretensión punitiva del Estado. Esa es mi 
interpretación. Es una ley perversa, porque lo que se está diciendo es que no puedo ejercer la pretensión punitiva, no por lo que se 
pactó en el Club Naval, sino por la lógica de los hechos, es decir, de lo que está sucediendo ahora. 


No poder ejercer la pretensión punitiva es renunciar a una de las potestades fundamentales de un Poder en un Estado de Derecho. 
Hoy, que se comienza a saber que lo que pudo haber ocurrido fueron crímenes contra la humanidad, necesariamente, esa norma 
debería ser removida. También es paradójico el hecho de que la Ley de Caducidad no estaría constituyendo la pérdida de la 
pretensión punitiva del Estado, sino que la estaría declarando. Al decir: "Reconócese que...", quiere decir que si reconozco que no 
lo puedo ejercer y, en función de eso, no acuso; no extingue el delito. 


Sí es claro que, desde el punto de vista del Derecho Internacional, si lo que sucedió fueron crímenes contra la humanidad y se 
puede probar que existió una práctica sistemática de crímenes contra la humanidad, el obstáculo es una norma que en nuestro 
Derecho interno podría ser utilizada para obstaculizar, precisamente, el ejercicio del poder punitivo cuando, por el Derecho 
Internacional, estamos obligados a ejercerlo. Sería muy triste, y sentiría vergúenza como uruguayo si, frente a los hechos que se 
están descubriendo, el poder punitivo no lo ejerciera el Estado uruguayo sino otros Estados y nosotros tuviéramos que salir a decir 
que no podemos castigar a criminales contra la humanidad. Repito que esto es así si existió un plan sistemático y concertado de 
torturas, ejecuciones sumarias y desapariciones forzadas de personas. 


Trascendiendo el acuerdo del Club Naval y lo que sucedió después, por la lógica de esos hechos, y por algo constatable que es 
que esa ley fue sancionada en un clima de bastante tensión y presión, resulta un hecho objetivo que constituye un obstáculo para 
el juzgamiento de crímenes contra la humanidad. Repito que esto es así si se considera que los mismos ocurrieron. 


Hay algo que quisiera agregar, que me parece sumamente importante. A mí se me convocó para brindar una opinión sobre la ley 
interpretativa y yo señalaba que la ley interpretativa me lleva, necesariamente, a la Ley de Caducidad, que es -precisamente- la ley 
madre, la ley interpretada. 


Si se está debatiendo sobre la posibilidad de abrir brechas a la impunidad, aplicando correctamente lo que es la Ley de Caducidad 
mediante la ley interpretativa, debemos preguntarnos ¿cuál es la ley interpretada y si no representa un obstáculo para el 
juzgamiento de crímenes contra la humanidad? Quisiera tomarme el derecho, como ciudadano, de decirles a los señores 
Senadores representantes de la sociedad uruguaya que aquí no debe haber diferencias de partidos. Aquí debe existir un concepto 
de unidad en cuanto a valores para el futuro, pero fundamentalmente en cuanto a la forma de valorar el pasado. Estoy plenamente 
convencido de que en la sociedad uruguaya siempre va a haber alguien que no quiera castigar los crímenes contra la humanidad, 
porque alguien los cometió y el que lo hizo no quiere ir preso. 


La valoración que debemos hacer de esa historia desde el gobierno de un Estado que tiene la obligación de salvaguardar nuestro 
Derecho es que, si se cometieron actos violatorios y aberrantes respecto de los ciudadanos en su jurisdicción, la persona que los 
cometió tiene que sufrir las consecuencias de la aplicación integral del Derecho, que en el caso es sojuzgamiento de acuerdo con 
los principios del Derecho Internacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del doctor Goldaracena y le consultamos si nos va a dejar algún documento 
escrito. De lo contrario, disponemos de la versión taquigráfica para consultar la información que nos ha brindado. 


SEÑOR GOLDARACENA.- No he traído la exposición escrita pero les puedo enviar luego la documentación que existe al respecto 
a nivel internacional como, por ejemplo, lo relativo al caso Pinochet, la anulación de la ley en la Argentina, el caso Chilingo y 
antecedentes de casos similares en España. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del doctor Goldaracena. 


(Se retira de Sala el doctor Goldaracena) 
(Ingresa a Sala el doctor Risso) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión da la bienvenida al doctor Martín Risso a quien hemos convocado para escuchar su opinión 
respecto al proyecto de ley interpretativa de la ley de caducidad. El mecanismo de trabajo consiste en realizar una exposición, para 
luego pasar a la formulación de preguntas por parte de los señores Senadores. 


SEÑOR RISSO..- En primer lugar, quiero agradecer la invitación que me han hecho, ya que significa para mí un honor concurrir a 
esta Comisión del Senado. Espero que lo poco que pueda aportar en el día de hoy sea útil para el trabajo de este Cuerpo. 


Como me parece que lo más interesante de esta reunión va a ser la instancia de preguntas y el intercambio con los señores 
Senadores, sólo haré en forma breve una referencia general a este proyecto de ley que se me envió y, teniendo en cuenta que el 
artículo 1* refiere a que se trata, justamente, de un proyecto de ley interpretativa, habría que recordar qué es un proyecto de ley 
interpretativo. En este sentido, las viejas enseñanzas de Supervielle mantienen plena actualidad. Una ley interpretativa requiere de 
dos condiciones para que pueda existir. En primer lugar, que exista una incertidumbre en cuanto a la interpretación de la ley y, en 
segundo término, el propósito del Legislador de aclarar esa situación. Aquí podríamos distinguir entre incertidumbre en la 
interpretación y variadas interpretaciones, pero creo que no viene al caso. Las leyes interpretativas tienen efecto retroactivo -como 
dice el artículo 13 del Código Civil- y se diferencian de las leyes innovativas o modificativas. En este caso, las leyes modificativas 
también pueden tener efecto retroactivo, pero tienen las limitaciones que todos conocemos. Existe una jurisprudencia constante de 
la Suprema Corte de Justicia en cuanto a que la calificación legislativa de "interpretativa" no obliga a la Corte, sino que ésta puede 
analizar si se trata o no de una norma intepretativa. Cuando no lo es, la Corte prescinde de esa calificación y analiza normalmente 
la constitucionalidad o no del efecto retroactivo. 


Luego de estas breves referencias, quiero decir que el artículo 2” de la ley define al informe que debe remitir el Poder Ejecutivo 
como un acto reglado. Esta referencia a acto reglado, que es aclarada en la exposición de motivos por oposición a acto 
discrecional, genera a mi juicio una primera incertidumbre, ya que las clasificaciones de acto reglado y acto discrecional en general 
han sido rechazadas en el sentido de que existan en su acepción pura por parte de la doctrina. Los actos administrativos son más 
reglados o más discrecionales según el caso. 


En el inciso 1* del artículo 3% de la ley de caducidad se dice expresamente que en el informe del Poder Ejecutivo se consignará si el 
hecho investigado lo considera comprendido o no dentro de la ley de caducidad. Esto significa que hay un margen de apreciación 
por parte del Poder Ejecutivo, porque es indudable que también hay una serie de pautas que surgen de la propia ley. Si, por 
ejemplo, el Poder Ejecutivo estableciere que un delito cometido el 2 de marzo de 1985 se encuentra amparado, o que se encuentra 
amparado un delito cometido por civiles, indudablemente estaría fuera de la ley. De todas formas, esto ya surge de la ley de 
caducidad, por lo que señalo que este artículo 2% me genera dudas; no sé exactamente qué es lo que se aportaría con esta 
referencia a acto reglado ya que, en definitiva, si el Poder Ejecutivo ha incumplido con los requisitos previstos en la ley de 
caducidad, el mismo ya resultaría antijurídico sin necesidad de ley interpretativa. 


En cuanto al artículo 3%, en el mismo se menciona que constituyen presupuestos de la caducidad de la pretensión punitiva del 
Estado que el delito se haya cometido concurriendo simultáneamente algunas circunstancias. Allí aparecen dos referencias, que 
podríamos decir son irrelevantes a los efectos de la consulta, aunque pueden explicarse por motivos de técnica de redacción. En 
primer lugar, se aclara expresamente la fecha en que finaliza el período de caducidad -1% de marzo de 1985- y cuáles son los 
funcionarios, militares, policiales, equiparados o asimilados, que se encuentran comprendidos en la ley. En realidad, estos dos 
extremos surgen con claridad de la ley de caducidad y lo único que se hace en el proyecto es repetir los mismos. En segundo 
término, en este artículo encontramos una interpretación propiamente dicha de la ley de caducidad en cuanto fija el inicio del 
período de caducidad en el 27 de junio de 1973. Esto no surgía de la ley de caducidad y parecería que en este caso la 
interpretación que se realiza en este proyecto de ley es razonable y ajustada a derecho, ya que el 27 de junio de 1973 es la fecha 
formal de inicio del gobierno militar, por lo que parece la fecha más oportuna y ajustada al texto legal. Luego sí aparecen en este 
artículo 3" tres disposiciones -que son los tres numerales finales- que creo no son interpretativos de la ley de caducidad, sino 
modificativos. Lo que establece este artículo 3% es que para que opere la caducidad se tiene que dar simultáneamente que los 
delitos hayan sido cometidos por móviles políticos, en ocasión del cumplimiento de sus funciones y en ocasión de acciones 
ordenadas por los mandos que actuaron durante el período. Creo que esto no es interpretativo y no es lo que surge del artículo 1? 
de la ley de caducidad. El artículo 1% reconoce la caducidad de la pretensión punitiva del Estado para los delitos cometidos por 
ciertos funcionarios, que hayan sido cometidos -primer hipótesis- por móviles políticos o -aquí se separa, es decir, se trata de una 
segunda hipótesis- en ocasión del cumplimiento de sus funciones y en ocasión de acciones ordenadas por los mandos que 
actuaron durante el período de facto. Es decir que habría dos hipótesis previstas en la ley de caducidad, repito, separadas, y luego 
dos unidas por la conjunción "y", que sería "en cumplimiento de sus funciones" y "en ocasión de acciones ordenadas por los 
mandos". Creo entonces que este artículo 3? excede en este punto la función de interpretación y, en definitiva, lo que está haciendo 
es modificar la ley de caducidad y haciendo más limitado el alcance de la caducidad, ya que son mayores las hipótesis que 
quedarían fuera de la caducidad de la ley punitiva del Estado. 


El artículo 4* tiene un exordio que dice que quedan excluidos de la caducidad de la pretensión punitiva del Estado los siguientes 
delitos, comenzando luego a citar una serie de disposiciones. En primer lugar, en el numeral 1% se hace una modificación 
importante a la ley de caducidad, ya que en esta última se habla de "proyecto económico" y aquí se precisa oportunamente la 
noción de proyecto económico como "provecho económico". En segundo término, en el numeral 2 aparecen dos interpretaciones. 


Indudablemente, hubo un error material y es absolutamente lógico que en este proyecto se aclare. Reitero que en el numeral 2) 
aparecen dos aspectos que son importantes: uno, meramente reiterativo, por el cual se excluyen los delitos cometidos por civiles; y, 
luego, aparece la exclusión de los delitos cometidos por los mandos militares o policiales que actuaron durante la dictadura. Al igual 
que en el caso anterior, creo que esta segunda referencia a los mandos es complicada, en el sentido que no es interpretativa, sino 
modificativa. Soy consciente de que en los medios de prensa ha circulado como un hecho absolutamente inamovible la exclusión 
de los mandos que actuaron durante la dictadura, pero yo creo que del artículo 1? de la Ley de Caducidad surgen dos hipótesis. La 
primera de ellas, que refiere a los delitos cometidos por móviles políticos, sí incluye a los mandos. Puede ser que no nos guste la 
solución, pero creo que esto surge llanamente del artículo 1% de la mencionada ley. Entonces, tendríamos una segunda 
modificación que, a mi juicio, también sería inconstitucional. 


El numeral 3), que hace referencia a los delitos cometidos fuera del territorio nacional, no me merece ningún comentario. 


Con respecto al numeral 4” voy a hacer -con algunas dudas- una referencia que no es exclusivamente jurídica porque, incluso, la 
norma puede tener un problema de redacción. De acuerdo a dicho numeral quedan excluidos de la caducidad de la pretensión 
punitiva del Estado los delitos de privación de libertad -acá viene el tema- y los de sustracción o retención de menores que hubieren 
continuado consumándose con posterioridad al 1? de marzo de 1985. Esta norma recoge un concepto del Derecho Penal de delito 
continuado, sobre el cual no voy a profundizar, no obstante lo cual creo que puede generarse un problema con respecto a este 
artículo, y paso a señalarlo. En mi modesta opinión, los delitos de sustracción o retención de menores, salvo algún caso de 
laboratorio, nunca estuvieron comprendidos en la Ley de Caducidad. Si es correcto lo que digo en cuanto a que hay dos hipótesis 
en materia de caducidad de la pretensión punitiva del Estado, una de ellas sería por motivos políticos y me parece que es 
absolutamente imposible pensar en la sustracción o en la retención de un menor por tales motivos. Quizás eso haya pasado hace 
quinientos años cuando se alteraban los procesos sucesorios en alguna monarquía, pero, en la actualidad, no ocurre. 


La otra hipótesis en que opera la ley de caducidad es "en ocasión del cumplimiento de sus funciones" y "en ocasión de acciones 
ordenadas por los mandos que actuaron durante el período de facto". Creo que salvo que se demostrara que en un delito de 
sustracción de menores hubo una orden del mando -que lo ubicaría dentro de la ley de caducidad- todos los delitos vinculados a 
menores estarían excluidos. Esto es consecuencia de la ley de 1986. De todas formas -y es el propósito de esta mención- no sé si 
este numeral 4) recoge esto o si realmente lo limita. Lo señalo porque dice que los delitos de privación, de sustracción o retención 
de menores sí quedan excluidos pero también quedan excluidos los que siguieran consumándose con posterioridad al 1% de marzo 
de 1985. O sea que parecería que los que no continuaron consumándose no estarían comprendidos en la Ley de Caducidad; 
entonces, esta hipótesis sería más favorable para quienes hayan cometido estos delitos. 


Por último, tenemos el artículo 5%, que es el más complicado de todos. Se puede analizar desde dos puntos de vista. El primero - 
como normalmente se ha manejado el tema en la prensa- sería analizarlo con relación a la cosa juzgada. No voy a leer la sentencia 
de la Suprema Corte de Justicia de noviembre del año pasado porque es por todos conocida, pero la Corte consideró que la 
clausura de los procedimientos y el archivo refería al momento que se verificaba la caducidad de la pretensión punitiva del Estado 
y, por lo tanto, hacía cosa juzgada. Creo que la sentencia de la Corte es un pronunciamiento serio y fundado. Por otra parte, la 
primera impresión que da es que es correcto; no estamos ante algo que sea extraordinariamente discutible. Si el acto del Poder 
Judicial que decreta la clausura, es un auto que pasa la autoridad de cosa juzgada, indudablemente el artículo 5% presentaría un 
claro problema de inconstitucionalidad porque estaría contrariando el principio de separación de Poderes. 


Voy a tomar como hipótesis de trabajo que la providencia judicial no pasa en autoridad de cosa juzgada, o sea que no tenemos un 
problema de cosa juzgada. A mi juicio seguimos teniendo un problema de constitucionalidad con el artículo 5%, que básicamente se 
refiere al principio de independencia del Poder Judicial. No voy a hacer citas, pero Karl Loweinstein hablaba de la independencia de 
la función judicial que, por otra parte, significa que el Juez, en cumplimiento de su tarea, tiene que estar libre de influencias 
externas e intervenciones extrañas, tanto si provienen del Gobierno, del Parlamento, como del electorado o de la opinión pública. 
También Montesquieu se extendió bastante con respecto a la separación de la Justicia, del poder de juzgar, del Poder Legislativo y 
del Poder Ejecutivo. 


No es fácil encontrar antecedentes, casos jurisprudenciales, en los que se hayan planteado estos temas. Uno de los más claros y 
tristemente famoso es el caso Dreyfus, respecto al cual el Parlamento francés consideró un recurso de apelación que había 
interpuesto el representante de esta persona, que podía tener andamiento. Para resolverlo, rápidamente expidió una ley por la cual 
cambió el órgano competente. Este es un caso histórico y claro en el cual, sin contravenir la cosa juzgada -la cosa juzgada no 
existía- el Parlamento francés manipuló al Poder Judicial a los efectos de obtener un fallo conforme a las mayorías políticas. 


También en Estados Unidos encontramos algunos casos, la mayoría antiguos. Recordamos, por ejemplo, el caso Mc Cardell, de 
1868 ó 1869. Mc Cardell era un periodista del Estado de Mississippi que estaba privado de su libertad por delitos de imprenta. 
Concretamente, había sido acusado de difamación y de algunos libelos contra el Gobierno. En determinado momento, presentó un 
recurso de "habeas corpus" ante la Corte Suprema; este recurso, conforme a la Constitución, sin lugar a dudas iba a prosperar. El 
Congreso de los Estados Unidos hizo lo mismo que en el caso que mencioné antes, rápidamente expidió una ley quitándole a la 
Corte Suprema la facultad de conocer en ese recurso de "habeas corpus", con lo cual prolongó el período de detención de esta 
persona. Aparentemente aquí la Corte Suprema fue tomada por sorpresa y aceptó la ley. 


Luego, ya en 1872. tuvo lugar el caso Estados Unidos versus Klein, vinculado con la Guerra de Secesión. Klein era un soldado 
confederado amnistiado que estaba reclamando ante el Poder Judicial Federal una indemnización por daños y perjuicios por 
expropiaciones en tiempo de guerra. Lo que hizo el Congreso en este caso fue dictar una ley modificando la Ley de Amnistía 
cuando eso estaba a consideración del Poder Judicial, a los efectos de que se le privara de su indemnización. En esta ocasión la 
Corte Suprema, ya sobre aviso, declaró la inconstitucionalidad de esta norma que, si bien no violaba la cosa juzgada, implicaba 
manipular o torcer lo que podía ser el libre pronunciamiento del Poder Judicial. 


En 1995 encontramos el caso Plot, también en Estados Unidos. Justamente, se trataba de una ley que establecía que se reabrieran 
determinadas causas cerradas. La Corte Suprema también consideró este caso como invasión, como una intromisión 
inconstitucional en su jurisdicción. 


Es cierto -lo tengo que decir- que en nuestro país tenemos un antecedente contrario a lo que estoy mencionando, que es el famoso 
caso RAUSA contra ANCAP. Con todo respeto por los integrantes de la Suprema Corte de Justicia, en mi opinión, en este caso se 
aplicó una jurisprudencia no feliz, ya que cedió competencias indelegables de los propios Jueces ante una ley claramente 
inconstitucional. De todas formas, es el único antecedente sobre estos temas que he podido encontrar en nuestro país. 


En definitiva, pienso que el objetivo del artículo 5% -y parece que es así como lo tenemos que ver- no es otro que modificar lo ya 
resuelto por el Poder Judicial y habilitar un nuevo análisis de determinados casos. Desde ese punto de vista, y aun cuando no haya 
cosa juzgada en los pronunciamientos judiciales, estamos ante un problema de inconstitucionalidad por una intromisión ilegítima 
del Poder Legislativo -en caso de aprobarse este proyecto de ley- en lo que son las atribuciones del Poder Judicial. 


Inclusive, me voy a permitir señalar un punto que me parece importante. En el caso de que el pronunciamiento del Poder Judicial 
haga cosa juzgada, no puede ser revisado; por el contrario, si no hace cosa juzgada, sí puede ser revisado. Lo que no puede 


ocurrir es que el Poder Legislativo interfiera en una atribución propia del Poder Judicial. 
En síntesis, creo que de este proyecto de ley podemos extraer cinco tipos de conclusiones. 


En primer lugar que hay normas interpretativas que básicamente son repetitivas y que no pueden ser cuestionadas como, por 
ejemplo, en el artículo 3%, la referencia temporal al 1% de marzo de 1985. También en el artículo 3%, hay una referencia a los 
funcionarios civiles y militares asimilados y equiparados como eventuales beneficiarios de la caducidad. Por su parte, respecto al 
artículo 4% cabe mencionar la exclusión de los civiles no asimilados ni equiparados. 


En segundo término, hay algunas normas que generan problemas como, por ejemplo, la del artículo 2%, cuya solución ya podría 
aplicarse sin ninguna dificultad con la Ley de Caducidad. Pienso que esa referencia a acto reglado que contiene este artículo, 
complica bastante la situación. 


Dentro de estos problemas, también deben tenerse en cuenta los que surgen del numeral 4) del artículo 4% que, quizás, con una 
interpretación pueda verse con una consecuencia distinta a la que indudablemente se está buscando. Me refiero a que podría 
representar un retroceso o una ampliación de las hipótesis comprendidas en la caducidad. 


En tercer lugar, hay normas interpretativas que indudablemente son regulares, como la del artículo 3% que se refiere a que el 
comienzo del período de caducidad fue el 27 de junio de 1973 o con la aclaración de que proyecto económico significa provecho 
económico. 


También creo que hay dos casos en los que las normas interpretativas no son tales sino que son modificativas de la ley de 
caducidad y su efecto retroactivo las hace inconstitucionales. Estas son: transformar en acumulativas las tres hipótesis, es decir, los 
numerales 3, 4 y 5 del artículo 3%, cuando sólo son acumulativas las últimas dos, ya que la primera es independiente. Creo que 
pasa exactamente lo mismo con la exclusión de los mandos, lo que está íntimamente vinculado con lo anterior. 


Por último, en cuanto al artículo 5% del proyecto, creo que si se comparte la opinión de la Suprema Corte de Justicia -repito que 
quizás podría ser la más razonable- tendríamos un problema de inconstitucionalidad en este artículo por violación de la cosa 
juzgada. Pero, aún cuando consideráramos que no hay cosa juzgada en este caso, creo que podemos tener un problema 
relativamente interesante -para no calificar mucho el tema- de eventual intromisión del Poder Legislativo en el Poder Judicial. 
Sabemos que esta es una hipótesis de laboratorio en el Derecho Comparado, por lo cual me ha resultado bastante difícil encontrar 
casos como los que he mencionado. 


Aclaro que mi propósito era ser breve para poder intercambiar ideas. 


SEÑOR GALLINAL.- Deseo agradecer al doctor Risso por su importante aporte y, además, hacer una pregunta con respecto a un 
comentario que hizo sobre el artículo 2* del proyecto de ley que, en función de lo dispuesto por el artículo 3* de la ley de caducidad, 
otorga al informe emitido por el Poder Ejecutivo la característica de acto reglado, que exige la previa verificación de determinados 
extremos. El doctor Risso señaló, por ejemplo, que si el informe del Poder Ejecutivo declara comprendido a un delito que se ejecutó 
el 2 de marzo de 1985, evidentemente éste está fuera del ámbito de la ley y el pronunciamiento del Poder Ejecutivo es -según él 
expresó- antijurídico. 


Con respecto a esto me interesa saber cuáles son las consecuencias, respecto a la aplicación de la ley, de la antijuridicidad que le 
pueda corresponder a los informes del Poder Ejecutivo en el caso de que no estén limitados a errores tan claros como los que nos 
señaló. Evidentemente, un caso ocurrido en la fecha mencionada está fuera de la ley, pero quisiera saber cuál es la consecuencia 
de la antijuridicidad de un informe del Poder Ejecutivo, pronunciado en función de las disposiciones de la ley de caducidad. 


Esta es la primera pregunta que deseo formular; en todo caso, me reservo la potestad de poder ampliarla, en el caso de que la 
respuesta lo amerite. 


SEÑOR RISSO.- Lo que señalé es que la potestad del Poder Ejecutivo, conforme a la ley de caducidad, no es ni reglada ni 
discrecional pero tiene aspectos que son reglados y aspectos que son discrecionales. Por ejemplo, el Poder Ejecutivo tendrá mayor 
discrecionalidad frente a un caso concreto para evaluar si hubo o no móvil político. En ese caso, tendrá un razonable margen 
aunque tampoco puede caer en el capricho. Hay otros aspectos que son verdaderamente fáciles de controlar. Entonces, sucederá 
lo que ocurre siempre con los actos jurídicos. Hay eventuales irregularidades jurídicas de un acto, sea cual sea su naturaleza, que 
son fácilmente constatables o comprobables; sin embargo, hay otros que indudablemente requieren de mucho mayor empreño y 
cuya situación puede ser mucho más discutible. 


En el caso de la ley de caducidad creo que si bien el Poder Ejecutivo tenía un cierto margen de discrecionalidad tenía que cumplir 
con la norma. Esta ley no habilitaba a dicho Poder a considerar producida la caducidad de la pretensión punitiva del Estado en 
cualquier caso sino que lo tenía que hacer. 


Por otro lado, creo que hay que tener presente cuál es el grado de vinculatoriedad que tuvo, que tiene o que podrá tener en el 
futuro para los jueces este informe del Poder Ejecutivo. 


Si uno lee exclusivamente la Ley de Caducidad, uno puede llegar a pensar que ésta no le da margen a los Jueces. Cuando el 
Poder Ejecutivo decretaba, consideraba que el acto estaba comprendido, así tenía que proceder el Juez. Creo que si se considera 
que esa es la interpretación correcta, llegaríamos a la conclusión de que la Ley de Caducidad es inconstitucional por lo mismo que 
estoy criticando ahora el artículo 5. Pienso que la forma razonable de interpretar los artículos 1%, 2? y 3% de la Ley de Caducidad es 
decir: la ley dice lo que dice, pero el Juez va a analizar si el acto administrativo que va a aplicar es o no ajustado a Derecho, tal 
como cualquier Juez puede hacerlo. Perfectamente, un Juez puede considerar que el informe del Poder Ejecutivo no es ajustado a 
Derecho y no cumplir con el mismo. 


Lo que sucede es que ahora tenemos otro problema, que es -y voy a la parte final de la pregunta- si se puede revisar, 
eventualmente, algún acto del Poder Ejecutivo contrario a Derecho. El acto del Poder Ejecutivo declarando un caso comprendido 
en la caducidad fue tomado por pronunciamientos jurisdiccionales. Si ese pronunciamiento jurisdiccional -no el acto administrativo 
previo, sino el acto jurisdiccional- pasó a la autoridad de cosa juzgada -como, repito, parece ser la interpretación más razonable, 


compartiendo lo que ha sostenido la Suprema Corte de Justicia- indudablemente, nadie lo va a poder revisar. Ahora, en la hipótesis 
de que el acto jurisdiccional no haya pasado a la autoridad de cosa juzgada, en ese caso el tema es distinto, porque si no hay 
autoridad de cosa juzgada podrá ser el propio Poder Judicial el que revise su actuación y, eventualmente, reabra la causa. 


SEÑOR GALLINAL.- Cuando hablamos de acto jurisdiccional siempre nos estamos refiriendo a actos dictados por el Poder 
Judicial, nunca a los pronunciamientos del Poder Ejecutivo, que en ningún caso son actos jurisdiccionales, o sea que podrá 
sostenerse -lo veremos- que un pronunciamiento del Poder Judicial pasa a la autoridad de cosa juzgada. El doctor Risso coincidirá 
conmigo en que nunca podrá sostenerse que pasa a la autoridad de cosa juzgada un pronunciamiento del Poder Ejecutivo; y digo 
esto siguiendo la línea de razonamiento en el que venimos. 


SEÑOR RISSO.- Sin lugar a duda, es así. Pero lo que pasa todos los días en el Poder Judicial uruguayo es que pasan a la 
autoridad de cosa juzgada sentencias que se basan en determinadas interpretaciones de la ley o de los actos administrativos. La 
cosa juzgada impide que ese caso pueda ser revisado, pero lo que impide que sea revisado es la autoridad de cosa juzgada del 
acto jurisdiccional, no del acto administrativo previo. Si el acto previo es inválido y fue tomado como tal, fue aceptado por el Poder 
Judicial en autoridad de cosa juzgada, eso no va a poder ser revisado. Si, en cambio, se considera -en contra de la posición de la 
Suprema Corte de Justicia- que no hay un acto jurisdiccional basado en la autoridad de cosa juzgada, indudablemente se va a 
poder reabrir la causa, pero en ese caso creo que hay un matiz que no me parece menor. Me refiero a que una cosa es que esto 
surja directamente del Juez competente y otra diferente es que sea el Poder Legislativo el que marque el camino de revisar casos 
que ya están aparentemente cerrados en el Poder Judicial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, me gustaría saber cuál es la posibilidad de hacer inteligible la letra de la Ley de 
Caducidad -no del proyecto interpretativo- que se refiere a que el envío al Poder Ejecutivo para que emita su informe sobre si el 
caso está o no comprendido allí se basa en el hecho "investigado", o sea que está en participio pasivo: "investigado". A su juicio, 
¿se refiere al Juez o al Poder Ejecutivo? 


SEÑOR RISSO.- Estamos hablando del artículo 3? que dice: "A los efectos previstos en los artículos anteriores, el Juez interviniente 
en las denuncias correspondientes requerirá al Poder Ejecutivo que informe, dentro del plazo de treinta días, si el hecho 
investigado lo considera comprendido o no en el artículo 1? de la presente ley." 


Me parece que no se precisa mucha aclaración; es el hecho investigado, el Poder Ejecutivo se pronuncia sobre el hecho 
investigado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, pero la pregunta es ¿por quién? ¿Por el Juez o por el Poder Judicial? 
SEÑOR RISSO..- Por el Poder Judicial, si el que lo está pidiendo es el Juez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entre todas las consultas que hemos recibido, existen algunas dificultades en cuanto a si los requisitos 
son copulativos o diyuntivos, según el sentido que se dé a la "o". 


Partiendo de la hipótesis manejada en su exposición, creo que usted habló de la hipótesis del cumplimiento de las funciones como 
algo distinto de la hipótesis de los móviles políticos o en el cumplimiento de sus funciones. ¿Cuál es, a su juicio, la solución para 
interpretar la ley de caducidad en el caso de un funcionario militar, policial, equiparado o asimilado que estaba en el cumplimiento 
de sus funciones? Me refiero, por ejemplo, a que esa persona estaba de guardia en el Penal de Libertad y que, en ocasión del 
cumplimiento de sus funciones, roba un regalo que le trajo un familiar a un preso. Es decir que allí hay un móvil o provecho 
económico que no es político y, justamente, creo que esa fue la intención que tuvo el Legislador a la hora de redactar el proyecto, o 
sea, cuando la iniciativa fue publicada. Ese caso, ¿está comprendido en la ley de caducidad? 


SEÑOR RISSO.- Creo que eso lo contesté cuando hablé del numeral 4) del artículo 4%. Me parece que ese caso no está 
comprendido. Hay una primera hipótesis que es el móvil político y que, a mi juicio, abarca a cualquiera, inclusive a los mandos. En 
la segunda hipótesis se emplea una "y" y no una "o", y se compone de dos elementos: en ocasión del cumplimiento de sus 
funciones -esto es típico del artículo 23 de la Constitución- y en ocasión de acciones ordenadas por los mandos. Es decir que, a 
esos efectos, tiene que haber una acción ordenada por los mandos. Esto creo que es bastante claro: se trata de dos elementos que 


tienen que estar. 


Por eso, decía que me parece verdaderamente de laboratorio que alguien que haya participado en el secuestro o retención de un 
menor pueda acreditar que recibió una orden de su mando para hacerlo. Para mí el tema de los menores siempre estuvo afuera de 
la ley de caducidad, salvo alguna hipótesis de laboratorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la persona está en el cumplimiento de sus funciones, pero comete el delito para obtener un provecho 
económico, ¿eso está o no comprendido en la norma? 


SEÑOR RISSO.- Eso está excluido por el artículo 2? de la ley de caducidad. 


SEÑOR RUBIO..- En relación a las órdenes de los mandos también se han planteado dificultades acerca de qué mandos se trata. 
Supongamos -no creo que lo que voy a decir sea tan de laboratorio- que el grupo operativo que raptó a María Claudia García 
recibió órdenes de un mando a los efectos de consumar una operación que tuviera provecho económico, ¿estaría esto 
comprendido o no lo estaría? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habría orden del mando y provecho económico. 


SEÑOR RISSO..- Creo que si hay un provecho económico, el hecho está expresamente excluido de la ley de caducidad en función 
del artículo 2”. Es decir que podría haber orden del mando, un móvil político y, además, un provecho económico. A mi entender, ese 
provecho económico no estaría comprendido y creo que ello surge del literal b) del artículo 2? de la ley de caducidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún Senador desea formular más preguntas, en nombre de la Comisión de Constitución y 
Legislación, agradecemos la presencia del doctor Risso. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 19 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


